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RESUMEN 

Este trabajo se investiga la problemática jurídica acerca de la caducidad del derecho en 

materia de contratación pública, en virtud de que se ha evidenciado que existen juicios 

especiales en los cuales, el juzgador del Tribunal Distrital Contencioso Administrativo ha 

enviado al archivo por haber transcurrido el tiempo establecido en el Código Orgánico 

General de Procesos, contraviniendo lo estipulado en el marco constitucional de contar con el 

tiempo necesario para la defensa de los intereses. Se prevé la necesidad de una reforma 

jurídica a la normativa ut supra, ya que este debe guardar relación con la Constitución de la 

República del Ecuador, la misma que instituye contar con un plazo razonable. 

Palabras claves: Administración Pública, Contratación Pública, Caducidad del derecho, 

plazo razonable, juzgador.  
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ABSTRACT 
 

This paper investigates the legal problems regarding the expiration of the right in the 

matter of public procurement, since it has been evidenced that there are special judgments in 

which the judge of the Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo has sent to the file 

due to the passage of time established in the Código Orgánico General de Procesos, contrary 

to what is stipulated in the constitutional framework to have the necessary time for the 

defense of interests. The need for legal reform is foreseen in the supra rule, since it must be 

related to the Constitución de la República del Ecuador, which establishes a reasonable period 

of time. 

 

 

Key words: Public Administration, Public Procurement, Expiry of the right, reasonable 

period, judge. 
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INTRODUCCIÓN 

 

Este tema de investigación se trata acerca de: “LA CADUCIDAD DEL DERECHO DEL 

ACTOR PARA EJERCER LA ACCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA EN 

MATERIA CONTRACTUAL PÚBLICA”, en el que se observa que el plazo estipulado en el 

Código Orgánico General de Procesos, establece que para iniciar acciones en materia de 

contratación pública, es de cinco años, lo cual, en la práctica perjudica a las entidades del 

Estado, por cuanto, estas inician sus acciones judiciales en base a los informes aprobados de 

las auditorías internas o externas de la Contraloría General del Estado.  

Esta investigación contiene tres capítulos, el primero se desarrolla el planteamiento, 

formulación, sistematización, objetivos, justificación, hipótesis y variables del problemas, en 

el segundo capítulo se establecen el marco teórico, el mismo que consiste en los antecedentes 

de la investigación así como sus bases legales y conceptuales, en el tercer capítulo es la 

fundamentación metodológica, la aplicación de los métodos, instrumentos aplicables, técnicas 

de investigación, los diferentes enfoques para la respectiva aplicación de los instrumentos con 

la finalidad de la recolección de datos que serán aplicadas a la población y muestra.  

En esta investigativo expondremos el tema de la caducidad del derecho en materia 

contractual en el Código Orgánico General de Procesos (COGEP), en la que se evidencia 

necesidad jurídica de reformar esta normativa en razón del administrado al instante de ejercer 

la acción contenciosa administrativa en materia contractual, se pretenderá demostrar la 

inadmisión de la demanda cuando ha fenecido el plazo señalado en la ley ocasionando la 

indefensión a la Administración Pública.  



2 
 

CAPÍTULO I 

EL PROBLEMA A INVESTIGAR 

1. TEMA 

“LA CADUCIDAD DEL DERECHO DEL ACTOR PARA EJERCER LA ACCIÓN 

CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA EN MATERIA CONTRACTUAL PÚBLICA” 

1.2 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

En este estudio investigativo demostraremos la caducidad del derecho en materia 

contractual, regulada en el Código Orgánico General de Procesos (COGEP), en la que se 

observa la problemática del administrado al momento de hacer efectivo el ejercicio de la 

acción contenciosa administrativa, la misma que se demostrará que en muchos casos, 

inadmiten la demanda cuando ha transcurrido el plazo señalado en la ley y dejando en 

indefensión a la Administración Pública o de quien pretenda entablar una demanda por 

diversas razones como: el incumplimiento de un contrato o para  ejecutar una recomendación 

(observada) de la Contraloría General del Estado, en la que sentencian los jueces del Tribunal 

Distrital Contencioso Administrativo la caducidad del derecho.  

Este trabajo va encaminado a demostrar la falencia de la normativa vigente, por cuanto al 

establecer el legislador el plazo de cinco años en materia de contratación pública, se considera 

que el tiempo instituido es inoperante e insuficiente. Hoy en día encontramos en el Sector 

Público las gestiones administrativas públicas de los servidores y funcionarios públicos que 

no han podido iniciar una acción legal; en esa medida va transcurriendo ese período por lo 

que posteriormente se ocasiona la caducidad del derecho, se considera que éstas 

circunstancias no dependen muchas veces del funcionario público sino que surgen razones 
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ajenas a su voluntad, como: cambios y traspasos administrativos, finalización de contratos 

ocasionales o nombramientos de libre remoción o provisionales, y Jubilación Voluntaria.   

Nuestro marco constitucional garantiza e instituye en su artículo 76 numeral 7 literal b, que 

el ciudadano o Administración Pública debe contar con el periodo (tiempo) suficiente para su 

defensa mientras que en el artículo 306 numeral 3 del Código Orgánico General de Procesos 

(COGEP) nos relega en poder ejercer la acción contenciosa administrativa, en que el 

legislador instaura en su artículo que el tiempo o plazo para demandar es de cinco años; es 

decir, no guarda armonía con lo previsto en la Constitución de la República del Ecuador 2008. 

Al referirnos en el acápite anterior evidenciamos que la acción para demandar prescribe en 

el plazo de cinco años para la presentación de una demanda relacionada en materia de 

contratación pública, que de no ejercer la acción cuando ha transcurrido los cinco años se 

tendrá como consecuencia la institución jurídica de la caducidad del derecho provocando la 

inadmisión de la misma y su correspondiente archivo dejando en indefensión al actor que 

propone la demanda, por lo que se observa que existe una vulneración del derecho a ejercer 

acciones contenciosas administrativas y como consecuencia esto afecta la tutela judicial 

efectiva y seguridad jurídica.  

El  juzgador al  inadmitir la demanda esto genera en efecto cosa juzgada cuando en el auto 

resolutorio se inadmite la misma y no habiéndose interpuesto recurso alguno causa ejecutoria, 

por lo que se demuestra con aquello la limitación del derecho a interponer la demanda o en su 

defecto volver a iniciar otro tipo de procedimiento, ocasionando a las instituciones del Estado 

un perjuicio económico al no poder iniciar una acción legal pertinente por haber transcurrido 

el lapso de tiempo contemplado, así como también  contraviene con lo establecido en la 

Norma Suprema de contar con el tiempo necesario para el ejercicio de la defensa.  
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En la actualidad, se observan muchos casos en que la Administración Pública como actor 

del ejercicio de la acción contenciosa administrativa en materia contractual, trata de recuperar 

valores (contratos incumplidos) pero se encuentra con la novedad que ha fenecido el tiempo 

para poder iniciar una acción legal ocasionando la indefensión.  

1.3 FORMULACION DEL PROBLEMA 

¿Cómo la Caducidad del derecho y el plazo de cinco años determinado en el COGEP en 

cuanto a materia de contratación pública en ejercer el derecho, vulnera los derechos 

constitucionales del Actor?  

1.4 SISTEMATIZACION DEL PROBLEMA  

• ¿Cuándo opera la caducidad para el ejercicio de una acción contenciosa 

administrativa en materia de contratación pública? 

• ¿Quiénes son los perjudicados al momento de inadmitirse una demanda por 

haberse caducado el ejercicio de la acción antes mencionada? 

• ¿Es probable incrementar el plazo establecido en el Código Orgánico General 

de Procesos relacionado al ejercicio de una acción contenciosa administrativa en el 

área de contratación pública? 

• ¿Es factible realizar una excepción para la Administración Pública 

incrementando el plazo para el ejercicio de la Acción Administrativa en compras 

públicas? 

• ¿Se debería precautelar los intereses de la Administración Pública en todo lo 

relacionado a la materia contractual?  

1.5 OBJETIVOS DE LA INVESTIGACION 
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1.5.1 OBJETIVOS GENERALES 

• Proponer la reforma el artículo 306 numeral 3 del Código Orgánico General de 

Procesos, que se amplíe el plazo para que el actor pueda ejercer la acción 

contenciosa administrativa en materia contractual. 

1.5.2 OBJETIVOS ESPECIFICOS  

• Analizar los instrumentos internacionales relacionados al tiempo que debe 

contar el actor para la defensa de sus intereses.  

• Comparar las normativas de otros países relativas a la caducidad del ejercicio 

del derecho que tiene el actor para presentar una demanda en materia de 

contratación pública.  

• Reformar el Código Orgánico General de Procesos (COGEP), para incrementar 

el plazo para ejercer la acción contenciosa administrativa en materia de 

contratación pública. 

1.6 JUSTIFICACION DE LA INVESTIGACION 

Previo conocimiento de este fenómeno jurídico que se ha venido dando con el pasar de los 

años, el mismo que conlleva a realizar una minuciosa investigación, en el que se desplegará 

en los capítulos siguientes el requerimiento del incremento del periodo del Código Orgánico 

General de Procesos; esto es, que se amplíe el plazo para ejercer la acción contenciosa 

administrativa en materia contractual, en virtud de que cinco años no son suficientes para 

poder recabar información para iniciar una acción legal contenciosa administrativa en el área 

de contratación pública y que muchas ocasiones se debe prever las circunstancias que 
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atraviesa el país y que esto afecta a las Instituciones Públicas y dentro de aquella la gestión de 

los servidores, funcionarios y trabajadores del sector público.  

La gestión de los servidores de la Administración Pública no los exime de responsabilidad 

sea civil, penal y administrativa que determine la Contraloría General del Estado; los cuales 

ocasionan un grave perjuicio económico para el Estado Ecuatoriano así como también tiene 

responsabilidad el Contratista que a través de incumplir una obra, servicio o la entrega de un 

bien solicitado en los pliegos mediante los debidos términos de referencia o especificaciones 

técnicas, trae como consecuencia el perjuicio económico para la Administración Pública.  

El procedimiento Contencioso Administrativo establecido en el Código Orgánico General 

de Procesos prescribe en el área de contratación pública el lapso de cinco años para poder 

ejercer una acción; esto es, la presentación de la demanda que al no hacerlo en el tiempo 

estipulado en el COGEP se extingue este derecho conocido como “caducidad”; para lo cual, 

debería realizarse una excepción (reforma jurídica), para las instituciones públicas que no 

sean de cinco años sino que se extienda el plazo a un tiempo considerable y prudencial para 

recabar medios probatorios como podría ser el informe final de auditoría de la propia 

institución o del ente rector como es la Contraloría General del Estado.  

En tal sentido es necesaria la reforma legal del artículo 306 numeral 3 del  Código 

Orgánico General de Procesos, por lo que existe un problema entre el administrado y la 

respectiva Administración Pública; el cual, no debería llevarse a cabo, sin embargo, en la 

praxis evidenciamos como las pequeñas omisiones de los servidores públicos generan grandes 

pérdidas al Estado Ecuatoriano y, en reiteradas ocasiones no son debidamente sancionados 

por aquellas responsabilidades del no cumplimiento de sus actividades administrativas.  
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Por otra parte, al referirnos omisión de responsabilidades de los servidores, hacemos 

énfasis aquel trámite administrativo que no se dio cumplimiento, en el cual, se obvió de 

mencionar en el informe final de gestión, por lo que es necesario realizar esta alusión ya que 

eminentemente afecta a la administración pública, más específicamente al perjuicio de índole 

económico que esto acarrea, de que un simple descuido genere perdidas económicas, además 

de no existir una adecuada planificación ni seguimiento de los procesos de contratación 

pública ni la responsabilidad del administrador de contrato, estas son las premisas causas que 

conllevan a investigar este tema.  

Al reflejarse el descuido de los servidores trae consigo perdidas de presupuesto y una 

cadena de omisiones de actos, hechos y contratos administrativos, que no fueron sustanciados 

en su debido momento y los cuales, traen graves consecuencias institucionales como el 

perjuicio financiero del Estado Ecuatoriano, una vez entendida las causas que generan, 

conllevo a realizar una investigación integral del tema para ver si existe la posibilidad de 

incrementar el plazo para el ejercicio de la acción contenciosa administrativa en materia de 

contratación pública.   

En el acápite anterior se hace referencia en incrementar el plazo para presentar una 

demanda en el área contractual; lo cual, es prudente y necesario que se reforme el plazo de 

cinco años estipulado en el Código Orgánico General de Procesos, en el que se respalde las 

acciones legales que pueda entablar la Administración Pública y que no se limite el derecho 

de contar con el tiempo necesario para la defensa de los intereses sea institucionales o 

particulares, conforme lo previsto en el marco constitucional.  

1.7 DELIMITACIONES DEL PROBLEMA  
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• ACCION: INNOVAR EL LAPSO DE TIEMPO PARA EL EJERCICIO DE LA 

ACCION CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA EN MATERIA CONTRACTUAL.  

• CAMPO: CÓDIGO ORGÁNICO GENERAL DE PROCESOS  

• AREA:  DERECHO  

• PERIODO:  2015-2016  

• MARCO ESPACIAL: GUAYAQUIL, ECUADOR 

• DELIMITACIÓN ESPACIAL: Urbe Santiago de Guayaquil, Provincia: Guayas,  

• DELIMITACIÓN TEMPORAL: Consejo de la Judicatura, Tribunal Distrital de lo 

Contencioso Administrativo Nro. 2. 

1.8 IDENTIFICACION DE LAS VARIABLES  

• Independiente.- Código Orgánico General de Procesos.   

• Dependiente.-  Perjuicio económico en las entidades del sector público.    

1.9 HIPÓTESIS  

Si se reforma el numeral tercero del artículo 306 del Código Orgánico General de 

Procesos, se obtendría un periodo adecuado conforme lo prevé la normativa constitucional, en 

el que se establece contar con el tiempo suficiente  para que el actor pueda ejercer la acción, y 

se evitará que los juzgadores invoquen la caducidad del derecho y dispongan la inadmisión y 

archivo de la misma. 
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CAPÍTULO II 

MARCO TEÓRICO 

2. MARCO TEÓRICO 

2. 1 MARCO REFERENCIAL 

2.1.1 La caducidad en el Ecuador:  

“Respecto a la caducidad y prescripción la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, 

publicada en la Gaceta Judicial. Año CII. Serie XVII. No. 7. Página 2193 de 20 de noviembre 

de 2001, señaló: “En innumerados fallos de esta Sala ha recalcado el hecho de que no pueden 

confundirse las dos instituciones; prescripción y caducidad no deben utilizarse 

indistintamente. La diferencia existente entre prescripción y caducidad es la siguiente: cuando 

se alega la extinción del derecho sustancial, se trata de excepción de prescripción; cuando solo 

se alega la extinción del derecho de iniciar al proceso, se trata de caducidad.  

En derecho administrativo jamás se puede hablar de prescripción sino de caducidad, con el 

fin de que los actos de la administración no queden expuestos a la eventualidad de su 

revocación o anulación por tiempo indefinido, a fin de evitar una incertidumbre continua en la 

vida administrativa, es que se fijan términos perentorios más allá de los cuales el interés del 

particular no puede hacerse valer, no es más conocido. Concordante con lo anterior, hay 

caducidad cuando no se ha ejercitado un derecho dentro del término que ha sido fijado por la 

ley o la convención para su ejercicio. El fin de la prescripción es tener por extinguido un 

derecho que, por no haberse ejercitado se puede presumir que el titular lo ha abandonado; 

mientras que el fin de la caducidad es preestablecer el tiempo en el cual el derecho debe ser 

últimamente ejercitado. Por ello, en la prescripción se tiene en cuenta la razón subjetiva del no 

ejercicio del derecho; o sea, la negligencia real o supuesta, del titular; mientras que en la 
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caducidad se considera únicamente el hecho objetivo de la falta de ejercicio dentro del 

término prefijado, prescindiendo de la razón subjetiva, negligencia del titular, y aún de la 

imposibilidad de hecho.  

La caducidad opera de manera automática, es decir, "ipso jure", sin que fuese necesario, 

como en tratándose de la prescripción, que se alegue por la persona a quien favorece, para qué 

sea declarada; caducidad que por ser de orden público no admite suspensión por causa alguna, 

por lo que esto opera inexorablemente por el sólo transcurso del tiempo” (Derecho Ecuador, 

2013).  

2.1.2 Clase de caducidad:  

Existen dos clases de caducidad:  

• Caducidad por hecho imputable al interesado. 

• Caducidad por hecho imputable a la Administración.  

2.1.3 Caducidad por hecho imputable al interesado:  

“Es la única forma de caducidad expresamente aludida en la Ley” (González, 2010)  

2.1.4 Caducidad por hecho imputable a la Administración:  

“Esta forma de caducidad no se regula en la ley (…) si bien es cierto que tampoco se la 

excluye expresamente. De aquí que es necesario plantearse el problema de su admisibilidad. 

En favor de una opinión afirmativa podrían esgrimirse los siguientes argumentos:  

1.ª Que al no excluirse de un  modo expreso, parece que se admite implícitamente, 

favoreciendo esta interpretación la forma genérica(…);  
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2ª Que hay casos en que esta última forma de caducidad resulta muy recomendable con 

objeto de evitar al particular los perjuicios y molestias que pueden originársele (…)” 

(González, 2010).  

2.1.5 Características de la caducidad:  

La caducidad cuenta con las características siguientes: 

a) “La caducidad opera ipso iure y no requiere ser invocada por las partes. 

b) Los plazos de caducidad no admiten suspensión, interrupción o renuncia.  

c) Las partes no pueden prolongar el plazo más allá de su vencimiento” (Corte 

Suprema, 2004). 

2.1.6 Elementos de la caducidad:  

La caducidad presenta dos elementos:  

• “(…) el Objetivo, relativo al transcurso del tiempo, y, el subjetivo, tocante a la 

inacción del titular del derecho (…)” (Poder Judicial Go.Cr, 1997) 

“(…) caducidad es determinar si la norma sustantiva permite el reinicio en el 

cómputo del plazo (…)” (Poder Judicial Go.Cr, 1997).  

2.1.7 Efectos de la caducidad:  

“El principal efecto es que la autoridad que se encuentra desahogando el procedimiento 

respectivo, queda impedida para pronunciarse al respecto; es decir, pierde el derecho a emitir 

resolución alguna.  
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(…) Gómez Corraliza establece que el efecto producido por la caducidad sería que “una 

vez transcurrido el plazo sin haberse ejercitado el derecho o realizado el acto sujeto a 

caducidad, ésta determina sencillamente su extinción” (GARCÍA, 2000) 

2.1.8 La caducidad de la Instancia:  

“La caducidad de la instancia es la declaratoria que un juez o magistrado emite, decidiendo 

que finaliza el trámite, cuando las partes no impulsan un proceso o incidente en el tiempo que 

procesalmente corresponde, ya sea por su voluntad o causas ajenas a su voluntad.  

Existen tres Teorías que fundamentan la existencia de la caducidad de la Instancia, la teoría 

subjetiva se basa, en la presunta voluntad de los litigantes; la objetiva, en la idea supra 

individual de que no se prolongue la duración de los pleitos paralizados y una mixta que 

sostiene se creó la caducidad por evitar mora procesal y para incentivar a las partes a impulsar 

los procesos.  

Los requisitos para que se produzca esta institución son: El Tiempo y La Inactividad de las 

partes. (…).  

Entre los efectos de la declaratoria de caducidad tenemos: la caducidad de la instancia 

opera por ministerio de ley, todo lo realizado posterior al cumplimiento de esa fecha será 

nulo. Las pruebas producidas conservaran su validez legal y podrán hacerse valer en otro 

proceso posterior. La parte afectada podrá promover el incidente correspondiente para probar 

que el proceso no fue impulsado por fuerza mayor.  

(…) La caducidad de la Instancia es la declaratoria que un juez o magistrado emite, 

decidiendo que finaliza el trámite, cuando las partes no impulsan un proceso o incidente en el 



13 
 

tiempo que procesalmente corresponde, ya sea por su voluntad o por causas ajenas a su 

voluntad” (HENRIQUEZ & RIOS, 2007) 

2.1.9 Caducidad del despido ineficaz:  

“Proceso del despido ineficaz, Acción judicial de despido ineficaz en el Ecuador  

Procedimiento abreviado 

“La acción podrá deducirse ante el juez de trabajo de la jurisdicción correspondiente al 

lugar donde se produjo este despido, y el plazo que tiene para proponerla es de treinta días 

contados desde que se produjo el supuesto despido ineficaz” (Quevedo, 2017)  

“Esta providencia de citación puede contener en ella las medidas cautelares pertinentes, 

como el reintegro inmediato del trabajador a sus laborales, mientras dure el trámite. En esta 

misma providencia se convocará a audiencia única que tendrá lugar en el plazo de cuarenta y 

ocho horas contadas desde la citación, esta audiencia única comenzará con la conciliación y 

en el caso que en efecto las partes concilien, se autorizará por sentencia dicha conciliación, 

caso contrario se procederá a la producción de pruebas solicitadas. Se dictará sentencia en la 

misma audiencia.  

El Código Orgánico General de Procesos prevé dentro del proceso sumario la acción de 

declaratoria de despido ineficaz en su Artículo 332 numeral 8, donde detalla la procedencia de 

las controversias originadas por el despido intempestivo de mujeres embarazadas o en periodo 

de lactancia y de los dirigentes sindicales, en la vía sumaria, pero con la reducción de plazos 

previstos en el Código de Trabajo ya analizados” (Quevedo, 2017).  

Efectos de la declaratoria del despido ineficaz 
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“Una vez que el juez declara la ineficacia del despido se entenderá que la relación laboral 

no ha sido interrumpida y el empleador deberá pagar las remuneraciones pendientes con el 

diez por ciento de recargo.  

A pesar de esta declaratoria, debido a la protección que el legislador le quiere otorgar al 

trabajador para fomentar la estabilidad laboral, este si decide no continuar con la relación 

laboral recibirá por parte del empleador una indemnización equivalente al valor de un año de 

la remuneración que venía percibiendo, esto sin excluir la indemnización por despido 

intempestivo general que corresponda” (Quevedo, 2017) 

Caducidad de la acción del despido ineficaz 

“Como hemos analizado en el procedimiento abreviado, el plazo máximo que tiene el 

trabajador es de treinta días desde que se produjo el despido, es decir que la acción para que 

embarazada y sindicalista puedan interponer la demanda ante el juez competente prescribe al 

día treinta y uno. Ante este relativo corto plazo surge un conflicto. 

Si hacemos una comparación con el Artículo 635 del Código de Trabajo, donde se 

menciona que las acciones provenientes de actos o contratos de trabajo prescriben en tres años 

contados desde que se produce la terminación laboral, se podría decir que el breve plazo que 

se tiene para deducir esta acción es considerablemente más reducido  y que por tanto 

estaríamos en frente de un plazo mínimo, que es considerablemente más corto que la 

prescripción general de las acciones laborales” (Quevedo, 2017) 

La Resolución No. 05-2016 del Suplemento del Registro Oficial No. 847, de 23 de 

septiembre de 2016, tipifica de que si bien es cierto la Ley para la justicia laboral y 

reconocimiento del trabajo en el hogar introduce la figura jurídica del despido ineficaz, que al 
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final impide que este despido surta sus efectos oportunos en el tiempo, requiere una acción 

inmediata de quienes se consideran amparados por esta norma, acción que debe ser ejercida al 

tiempo del despido y por tanto determina que no sería congruente con la figura del despido 

ineficaz, aplicar los plazos generales de prescripción de la acciones laborales del Artículo 635, 

numeral 7 Ibídem” (Quevedo, 2017).  

Corte Nacional de Justicia acerca de la caducidad de la acción de despido ineficaz  

“El Pleno de la Corte Nacional de Justicia (CNJ), emitió su resolución No. 05-2016, en la 

cual resuelven que los Jueces de Trabajo tienen la potestad de declarar de oficio la caducidad 

de la acción de despido ineficaz a mujeres embarazadas y dirigentes sindicales. 

Entre las atribuciones que posee el pleno de la CNJ, le corresponde expedir resoluciones en 

caso de duda u obscuridad de las leyes, las que serán generales y obligatorias, mientras no se 

disponga lo contrario por la Ley, y regirán a partir de su publicación en el Registro Oficial. 

Tomando en cuenta lo antes expuesto, el Pleno de la CNJ resolvió que en los juicios 

individuales de trabajo por despido ineficaz, los Jueces del Trabajo, al momento de calificar la 

demanda, declararán la caducidad de la acción únicamente si del propio texto de la demanda 

se determina que aquella ha sido ejercida fuera del plazo de treinta días contemplado en el 

Art. 195.2 del CT” (LEXIMABOGADOS, 2016)  

2.1.10 Antecedentes históricos de la caducidad:  

Derecho Romano: 

“La figura de la caducidad tiene sus antecedentes en Roma, a través de lo que se ha 

llamado “Leyes Caducarias”, mismas que fueron votadas bajo el gobierno de Augusto. Estas 
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leyes lo que buscaban alentar el matrimonio, evitar el decrecimiento de la población y 

regenerar las costumbres. 

Las leyes caducarias divididieron a la sociedad en tres grupos:  

1. Los célibes: eran los no casados o sin hijos vivos de matrimonios anteriores.  

2. Los orbis: eran los casados sin hijos vivos.  

3. Los patres: eran los casados y con por lo menos un hijo vivo. 

Como el objetivo de las Leyes Caducarias era alentar el matrimonio y aumentar la 

población, se implementaron sanciones legales para los célibes y los orbis, por ejemplo en la 

Ley Julia se les privaba a los primeros de las asignaciones que les eran otorgadas en 

testamentos, mientras que a los segundos, sólo les permitía recibir la mitad de las herencias o 

legados a los que tuvieran derecho. Mientras que los patres eran recompensados. Ahora bien, 

si los célibes contraían matrimonio, obtenían el derecho a heredar, mientras que los orbi si 

querían recibir el total de su herencia o legado eran obligados a tener descendencia, 

circunstancia que tenía que suceder dentro del término establecido por la ley, y en caso de no 

hacerlo su beneficio o derecho caducada. 

Gutiérrez y González señalan que la esencia de la caducidad en el derecho Romano 

consistía en que: 

Debían asumir voluntariamente y conscientemente, el estado de casados si eran célibes, o 

engendrar descendientes si eran orbis, dentro del plazo que las leyes marcaban, si no lo 

hacían, no nacía el derecho a heredar, y su parte hereditaria, la parte respecto de la cual se 

creaba la incapacidad para recibirla, pasaba al patre, si es que había alguno designado en el 
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testamento, de esta manera, los patres se veían recompensados con las partes “caducas”, y si 

no había patres, la parte caduca… pasaba al tesoro público.  

De acuerdo con Gómez Corraliza, la noción técnica del concepto de caducidad fue 

elaborada por la doctrina alemana a finales del siglo XIX, y considera a Grawein como el 

padre del concepto jurídico de caducidad ya que fue el primero en hacer una distinción 

doctrinal entre las figuras de caducidad y prescripción” (Corraliza, 1990)  

“En el sistema formulario romano había dos clases de juicios:  

judicia legitima y judicia quod sub imperio continentur. 

Los primeros, los juicios legítimos, tenían lugar en Roma o dentro de la primera milla 

alrededor de la ciudad, ante un solo juez, debiendo tener todas las partes la ciudadanía 

romana; al respecto, Gayo precisó que, en virtud de la Ley Julia judicial, si los juicios 

legítimos no eran juzgados en un periodo de un año seis meses, expiraban, a lo cual llamó 

muerte del litigio. 

En síntesis podemos decir que en los juicios legítimos, extinguido el plazo de año seis 

meses, se extinguía el juicio en pleno derecho, así como también se extinguía el derecho 

substantivo correspondiente; en cambio, en los juicios quod sub imperio continentur, la 

extinción de la instancia no perjudicaba el derecho sustantivo, puesto que el actor podía 

recurrir al nuevo magistrado para obtener otra fórmula contra el mismo demandado y por la 

misma causa” (ROBLES, 2015) 

2.1.11 Antecedentes de la caducidad en Alemania, México y Venezuela: 

2.1.11.1 La caducidad en Alemania: 
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“De acuerdo con Gómez Corraliza, la noción técnica del concepto de caducidad fue 

elaborada por la doctrina alemana a finales del siglo XIX, y considera a Grawein como el 

padre del concepto jurídico de caducidad ya que fue el primero en hacer una distinción 

doctrinal entre las figuras de caducidad y prescripción” (CORRALIZA, 1990). 

2.1.11.2 La caducidad en México:  

“En el derecho laboral mexicano, la caducidad tiene su origen en el artículo 87 del 

Reglamento de las Juntas Federales de Conciliación y Arbitraje de 1927, y fue consagrado en 

el artículo 479 de la LFT de 1931, misma que se reformó en 1956, en 1970 y en la reforma 

procesal de 1980, cuyo texto se conserva casi idéntico hasta nuestros días, puesto que la 

reforma laboral de 2012 solamente varió en cuanto a los plazos contenidos tanto en el artículo 

772 (de tres meses a 45 días naturales), como en el artículo 773 (de seis a cuatro meses)” 

(ROBLES, 2015).  

2.1.11.3 Antecedentes en Venezuela: 

“Los titulares de la función administrativa en un Estado de Derecho, están sometidos a 

diversos controles que hacen efectivo el principio de la legalidad, que es postulado que surge 

con el Estado de Derecho al formularse la necesidad de que el Estado se someta a la ley, lo 

que implica que la no sujeción de la Administración a la ley es susceptible de ser considerada 

por los tribunales. Por tanto, la jurisdicción contencioso-administrativa ha sido considerada 

como el mecanismo más eficaz para hacer efectivo el principio de legalidad y, por ende, el 

instrumento más efectivo de protección de los derechos e intereses legítimos de los 

administrados frente a la Administración Pública. 
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En este sentido, el surgimiento de la jurisdicción contencioso-administrativa en Venezuela 

está íntimamente ligado con los orígenes mismos de la República. En efecto, la Constitución 

del 21 de septiembre de 1830, que en opinión de algunos historiadores constituye nuestra 

primera Carta Fundamental como Estado autónomo e independiente, consagra por primera 

vez la atribución de competencia a la Corte Suprema de Justicia para “conocer de las 

controversias que resulten de los contratos o negociaciones que celebre el Poder Ejecutivo por 

sí solo o por medio de agentes”. Es decir, que se trata de una competencia basada en la 

responsabilidad contractual de la Administración” (Calameo, 2010). 

2.1.11.4 Antecedentes de la Contratación Pública en Ecuador: 

“Se discuten en el Ecuador las denominaciones posibles de los contratos que celebra el 

Estado con los particulares y entre instituciones públicas. Se han utilizado diferentes 

denominaciones además de “contratación pública”, que es la que utiliza la vigente “Ley 

Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública” (LOSNCP) que norma los 

procedimientos para cierto tipo de contratos estatales. 

La “Ley de Licitaciones y Concurso de Ofertas” de 1974 ya se refería a una “Ley de 

Contratación Pública”, la cual finalmente se expidió en 1990, que, con varias reformas, se 

encontraba vigente como “Codificación de la Ley de Contratación Pública (2001)”, hasta 

agosto de 2008, en que se expiden la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública y su Reglamento General. 

La “Ley de Modernización del Estado, Privatizaciones y Prestación de Servicios Públicos 

por parte de la iniciativa privada” (1993) y su reglamento introducen normas sobre “contratos 

de concesión de obra y servicio público”, a los cuales no se aplican los procedimientos 

establecidos para la denominada “contratación pública”. Estos “contratos de concesión” 
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tienen las características del clásico “contrato administrativo” francés, que se distingue en ese 

país de otros contratos determinados, que no están sujetos a la jurisdicción administrativa sino 

que se someten a la jurisdicción civil” (Perez, 2014) 

La Contratación Pública en Ecuador: 

“En la técnica, la Ley ha creado una institución exclusiva para dirigir, elaborar políticas, 

ejecutarlas y controlar todo el sistema de la contratación públicas: el Servicio Nacional de 

Contratación Pública (sus siglas SERCOP), realizando el control previo a la celebración del 

contrato y quitándole esta tarea a la Contraloría General del Estado y a la Procuraduría 

General del Estado, por lo que la Ley sólo les ha dejado la facultad del control posterior a la 

celebración del contrato (Título II, Capítulos I y II), lo cual ha producido comentarios 

negativos por parte de algunas autoridades públicas y de proveedores y juristas. Para su 

ejecución de políticas y control previo, el INCOP está auxiliado por dos herramientas 

técnicas: el Registro Único de Proveedores, con sus siglas RUP (Sección I del Capítulo II del 

Título II de la Ley) y el portal COMPRAPUBLICAS cuya página electrónica es 

www.compraspublicas.gov.ec. (Art. 21 de la Ley y Sección III del Capítulo II del Título II del 

Reglamento). LA HERRAMIENTA RUP.- El Registro Único de Proveedores es un 

instrumento de gran ayuda para el INCOP. La Ley lo creó para ser fuente de información 

oficial de los proveedores a ser contratistas de la administración púbica y a la vez, es un 

instrumento que los habilita para tener tal calidad, de tal suerte que nadie que no esté 

registrado podrá ser oferente o proponente en un procedimiento precontractual y menos será 

un contratista” (Doc Slide, 2015).  

Cambio de denominación del INCOP a SERCOP.  
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En nuestro país existe una entidad encargada de monitorear los procesos de compras 

públicas, que ofrecen las personas jurídicas y naturales que brindan los servicios y bienes del 

Estado. Esta entidad fue conocida anteriormente como el Instituto Nacional de Contratación 

Pública (INCOP) dicha denominación fue sustituida por “Servicio Nacional de Contratación 

Pública”, conocida actualmente como “SERCOP”, esto se dio a través de la expedición de la 

disposición transitoria tercera de la Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública, publicada en el Registro Oficial Nro. 100-2S, de fecha 14 

de octubre de 2013.  

2.1.11.5 Antecedentes de la Acción Contenciosa Administrativa: 

2.1.11.5.1 En Ecuador  

“El proceso contencioso administrativo al igual que en Latinoamérica, emerge 

naturalmente de su propia entraña jurídico-administrativa que es patrimonio de nuestra 

sociedad a lo largo del tiempo (…) 

Ahora bien, los primeros lineamientos histórico-jurídicos propios de las fases evolutivas 

del contencioso-administrativo en nuestro país, los encontramos también en el sistema del 

Consejo de Estado, consagrado sobre la base del sistema jurídico francés. Por cierto, en el 

plano del avance de las instituciones del Derecho público, tal acontecimiento ha constituido 

un ejemplo de eficacia para el logro de la justicia administrativa (…). 

a) La Constitución Política de la República, expedida el 23 de diciembre de 1967, 

a la vez que consagró las garantías nacionales, individuales y políticas, en los Títulos V 

y VI, confirió realmente, por primera ocasión, al organismo creado para el efecto 
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denominado “El Consejo de Estado”, entre atribuciones y deberes, la siguiente: de 

“conocer y decidir las cuestiones contencioso-administrativas” (Art. 98, num. 9ª).  

b) La Carta Política, dictada el 26 de marzo de 1929, al crear nuevamente el 

Consejo de Estado, le convirtió entre las atribuciones establecidas en la Constitución 

anterior, además, las siguientes: la de “declarar, por acción popular, la nulidad de los 

decretos o reglamentos que dictare el Poder Ejecutivo, en contravención a la 

Constitución y a las leyes de la República” y, la de “dar curso a las denuncias que se 

presentaren acerca de la violación de la Constitución y las leyes, y preparar las 

acusaciones contra el Presidente de la República y los altos funcionarios, y los recursos 

de queja contra los Ministros de la Corte Suprema”; luego, asimismo, la de “ejercer 

jurisdicción en lo contencioso-administrativo, en la forma y casos determinados por la 

ley” (Art. 117, Nªs. 2ª, 7ª y 10ª)  

c) La Constitución Política dictada por la Asamblea Nacional Constituyente de 

1944-45, sancionada el 5 de marzo de 1945, creó el Tribunal de Garantías 

Constitucionales en sustitución del Consejo de Estado, entre cuyas atribuciones se 

encuentra: la de “ejercer jurisdicción en lo contencioso-administrativo, en la forma que 

determina la ley”. (Art. 160, num. 8º)”  

d) La Carta fundamental expedida, además, por la Asamblea Nacional 

Constituyente de 1946-47 aprobada el 31 de diciembre de 1946, suprimió el Tribunal de 

Garantías Constitucionales y, en su defecto, restableció el Consejo de Estado, el mismo 

que, entre sus atribuciones y deberes de antes, como organismo contralor del 

cumplimiento de la Constitución Política y demás leyes del Estado, tuvo la siguiente: de 

“conocer y decidir en las cuestiones contencioso-administrativas”. (Art. 146, num. 8º, 
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de la Constitución Política de 1947, y Art. 150, num. 8, de la Constitución Política 

Codificada por la Comisión Legislativa, el 16 de noviembre de 1960) 

e) El espíritu jurídico-administrativo del contencioso-administrativo, reflejado en 

la Constitución de 1947, se fundamentó y reguló, una vez más, en la Ley de Régimen 

Administrativo, Codificada por la Comisión Legislativa, el 2 de septiembre de 1959, 

razón por la que, en el inciso 1º del artículo 112 estableció: “Al Consejo de Estado le 

corresponde ejercer jurisdicción en lo contencioso-administrativo”, Y, a continuación, 

determinó algunos aspectos generales relativos a su procedimiento, los mismos que 

quedaron complementados con la Disposición Transitoria de la Ley que preceptuó en 

este tenor: “Los asuntos contencioso-administrativos se ventilaron breve y 

sumariamente, de acuerdo con las disposiciones de acuerdo con las disposiciones que al 

efecto dictare el Consejo de Estado. Los funcionarios respectivos deberán conceder las 

copias solicitadas dentro del plazo máximo de ocho días; en caso de que no se concedan 

estas copias, se estará a lo afirmado por la parte interesada. Esta disposición tendrá 

vigor hasta que se promulgue la Ley sobre lo contencioso-administrativo”  

f) Las disposiciones procesales a las que se refirió la Disposición Transitoria de la 

Ley de Régimen Administrativo de 1959, fueron dictadas por el H. Consejo de Estado, a 

través de su Reglamento de 13 de octubre de 1962, y publicado en el Registro Oficial 

Nº 296, de 31 de octubre del mismo año.  

Pero, este reglamento, así como otros reglamentos de procedimiento, que fueron 

dictados a falta de un trámite especial para la sustanciación de los procesos 

administrativos, sólo se refirieron a una serie de reglas dispersas sobre sustanciación de 

expedientes, de requisitos de la acción, de aspectos de procedimiento, etc.” (Zavala, 

2011).  
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2.1.11.5.2 “El principio sobre la existencia de un proceso administrativo 

Todo el sistema del contencioso-administrativo, para que sea completo necesariamente se 

lo instituye sobre la base de que la actividad administrativa debe sujetarse a un régimen 

jurídico-administrativo, esencialmente reglado. Se estima que, de esta manera, se evitan las 

irregularidades en que la Administración Pública puede incurrir, y puesto que toda su 

polifacética gestión debe someterse a determinadas normas que obligatoriamente deben ser 

respetadas” (Zavala, 2011) 

2.1.11.5.3 Antecedentes de la Prescripción 

Para referirnos a los antecedentes de la prescripción es preciso remitirnos al Derecho 

Romano, y es así que encontramos la figura de la Usucapión fue conocida por los romanos 

desde épocas muy antiguas. La prescripción o la usucapión es la adquisición de la propiedad 

por una posesión suficientemente prolongada y reuniendo determinadas condiciones: el justo 

título y la buena fe en aquel entonces eran mas suficientes para usucapir. Cuando el 

propietario de una cosa, dejara en el abandono lo que le pertenece por cierto tiempo, pierde su 

derecho, convirtiéndose así en consecuencia, por usucapión al poseedor de la cosa. La Ley de 

las XII Tablas (año 451 a.C.) la menciona en varios fragmentos. Así, por ejemplo, en la tabla 

VI (De dominio et poseessione) se establecía que la posesión de la propiedad por la posesión 

era de un bienio (periodo de dos años), para los fundos y de un año para todas las demás cosas 

(Ley XII, Tabla VI). Ellos decían que “La usucapión es la agregación del dominio mediante la 

continuación de la posesión por el tiempo determinado en la ley”. 

En la época clásica, para transmitir la propiedad de derecho romano era de gran 

formalismo. Lo que se transmitía era propiedad quiritaria, es decir, la del derecho quiritario, o 

derecho de los quirites, luego llamado “Derecho Civil”, porque era el derecho de la ciudad o 
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de los ciudadanos. Por este derecho, en aquel tiempo solamente se podía adquirir la propiedad 

de las cosas por medio de la manncipatio, que era una especie de venta entre particulares y 

cinco testigos y el libripens (portabalanza), y también se podía adquirir por la in iure cassio, 

que era un procedimiento entre particulares sino ante un magistrado romano, una especie de 

cesión, donde el adquiriente tenía que afirmar que la cosa era suya y el cedente callar, y la 

cosa era entonces transmitida en propiedad por el magistrado.  

También había otras dos formas de transmisión, que era el adjudicatio, (adjudicación) que 

trasfería la propiedad en proceso por medio del Juez, y la Lex (ley). Así mismo transmítete y 

adquirente tenían que ser ciudadanos romanos. De ahí que si se había trasmitido una cosa sin 

alguna de las formalidades exigidas por la ley, el adquiriente solo tenía la propiedad bonitaria 

es decir, in bonis o en sus Bienes, por decreto del pretor, y ello significaba sin duda un poder 

sobre la cosa, pero no el dominio.  

Si se tenía la cosa en sus bienes solamente se podía llegar hacer propietario después de 

completado el plazo de usucapión, y siempre que se hubiese tenido buena fe y justo título. 

Así, la cosa había sido dada por un no dueño, si había creído que la había recibido del que era 

dueño. Lo mismo sucedía si la cosa había sido recibida por un modo insuficiente para adquirir 

el dominio, sin cumplir con el procedimiento de la mancipatio o de la in iure cessio. Se 

consideraba que esa cosa estaba entre los bienes, pero el adquiriente no se hacia dueño de ella 

hasta que completara la usucapio.  

En lo tocante a la prescripción extintiva, se puede afirmar que las acciones del Derecho 

Civil eran generalmente perpetuas, pero los funcionarios judiciales conocidos como pretores 

implementaron acciones con vida temporal. Era una parte de la fórmula por la cual el 

magistrado liberaba al juez del examen del fondo de la cuestión debatida, y lo autorizaba a 
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denegar directamente la acción, de verificarse del hecho enunciado en ella el tardío ejercicio 

de la acción de la prescripción temporal. Pero la más importante de las prescripciones tal vez 

haya sido la prescripción adquisitiva, que permitía a los poseedores de los fundos provinciales 

repeler las acciones que el propietario emprendiere contra ellos siempre que tuvieren buena fe 

y justo título, transcurridos diez o veinte años, según fueren entre presentes y ausentes. 

(Papayo, 2004) 

2.1.11.5.3 Prescripción Adquisitiva: 

Es un derecho por el cual el poseedor de una cosa adquiere la propiedad de ella por la 

continuación de la posesión durante el tiempo fijado por la ley. Se sobre entiende entonces 

que la prescripción adquisitiva o usucapión, la podemos definir como un modo de adquirir el 

dominio de las cosas, por solo el hecho de haberlas poseído durante cierto tiempo con ciertos 

requisitos legales establecidos por la ley. (Osorio, 2001) 

2.1.11.5.3.1 Características de la Prescripción Adquisitiva: 

Las características son:   

• Es un modo originario 

• La institución jurídica en mención, se adquiere a título singular.  

• A título gratuito. 

• Por acto entre vivos. 

• Cosas que no son susceptibles de adquisición por prescripción. 

Modo originario:  
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El prescribiente, no adquiere el derecho por la manifestación de la voluntad del titular 

anterior, y adquiere la cosa libre de gravamen o de vicio.  

Es decir que al hablar de la característica de modo originario prácticamente el adquirente 

por el tiempo transcurrido en posesión adquiere el bien sin ningún gravamen.  

Modo de adquirir a título singular: 

Se pueden adquirir ciertas cosas singulares o ya determinadas.  

Al hablar de esta característica cabe mencionar que lo que se va a adquirir por prescripción 

es algo específico como un vehículo o una joya. 

A título gratuito: 

El que prescribe no tiene nada que pagarle al titular del derecho para lograr el dominio. Es 

suficiente manifestarlo mediante la tenencia material de la cosa durante el tiempo que 

determina la ley.  

Al referirse a esta característica se puede mencionar que es injusta ya que el poseedor o en 

este caso el adquiriente no cancele ningún costo para adquirir un bien. (Velásquez, 2004) 

Acto entre vivos: 

Es importante que el prescribiente este vivo para poder adquirir, por lo que no es necesario 

que fallezca una persona para que surja el derecho.  

Necesariamente tiene que existir un adquiriente que es quien va a ejercitar su derecho que 

le ha nacido para adquirir un bien.  

Cosas no susceptibles de adquisición por prescripción: 
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Dentro de este apartado cabe destacar que existen cosas que no se pueden adquirir por 

prescripción, como las cosas que no están dentro del comer, podemos mencionar por ejemplo: 

la alta mar, las nubes, los cosmos, etc. Las propias, ya que sería ilógico que alguien quiera 

prescribir contra su propio título. Tampoco se pueden adquirir por prescripción los bienes que 

pertenecen al uso público, por ejemplo los terrenos pertenecientes a un municipio, no están 

sujetos a la prescripción, ya que es un bien municipal de uso común. Otros bienes que no se 

pueden adquirir por prescripción son el patrimonio arqueológico y todos los bienes 

considerados culturales que forman parte de la identidad del país, por solo el hecho que le 

pertenecen al Estado.  

Tenemos que tomar en cuenta, que dentro de la prescripción adquisitiva hay dos elementos 

esenciales los cuales son la posesión y el tiempo fijado por la ley. Aunque no es muy claro en 

cuanto dice que la prescripción es un derecho, pues genéricamente es una institución, y 

particularmente para el dominio es un modo de adquisición. Tampoco ella se limita a las 

cosas inmuebles, si  no que alcanza también las cosas muebles, y no es solamente adquirir la 

propiedad si no también otros derechos reales, por eso se expresa, que la prescripción 

adquisitiva o usucapión es el instituto por el cual el poseedor adquiere el derecho real que 

corresponde a su relación con la cosa (dominio, usufructo, uso, habitación, servidumbre, etc.), 

por la posesión continuada por todo el tiempo exigido por la ley.  

Sin embargo, para que la adquisición se perfeccione no basta la posesión y el transcurso 

del tiempo si lo poseído o el derecho ejercido ha sido sobre un inmueble o una cosa mueble 

registrable, por que debe existir previamente una resolución judicial que declare extinguido o 

desmembrado el dominio del propietario anterior. (Velásquez, 2004) 
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2.1.11.5.4. Prescripción Extintiva: 

La prescripción extintiva o liberatoria, la podemos definir, como una forma de extinguir las 

acciones o derechos ajenos por no haberse ejercido durante un espacio de tiempo por su 

titular, entre una de las prescripciones que prescriben podemos mencionar: los honorarios 

profesionales adeudados a jueces, abogados, procuradores, partidores, médicos y cirujanos, 

ingenieros y todos aquellos que ejerzan una profesión liberal, prescriben en tres años, según el 

Art. 2260 C., es decir una vez prestado el servicio, si no se cancela la obligación dentro de los 

tres años siguientes, el deudor queda amparado por la prescripción extintiva o liberatoria.  

La prescripción como instituto jurídico para extinguir las obligaciones, nace de manera 

que, a favor del deudor haya una salida ante la inoperancia e inactividad del acreedor, para 

cobrarle la suma contenida en el título. 

2.1.11.5.4.1 Elementos esenciales para que proceda: 

Elementos: 

• Transcurso del tiempo previsto por la ley. 

• Falta del ejercicio por parte del titular del derecho. 

• La voluntad del favorecido por la prescripción de hacerla valer ya sea a través de 

una acción o de una excepción. 

2.1.11.5.4.2 Requisitos objetivos: 

Como requisito objetivo para la aplicación de la prescripción extintiva, hay que 

tomar en cuenta el cumplimiento del plazo establecido por la ley, es decir, el 
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transcurso del tiempo sin operatividad alguna de parte del sujeto llamado a ejercer 

los actos conservatorios del derecho emanado del documento. 

2.1.11.5.4.2 Requisitos Subjetivos: 

El sujeto legitimado para solicitar la prescripción será aquél a quien perjudicaría el 

eventual cobro de una obligación prescrita, a saber el librado deudor principal, endosantes, 

librador y sus avalistas obligados regresivos.  

Debemos entender entonces por esta prescripción como: un modo o medio con el cual, 

mediante el transcurso del tiempo se extingue y se pierde un derecho. En primer lugar, 

diremos que tal definición hace una manifestación de la eficacia del tiempo como hecho 

jurídico, esto es que el transcurso del tiempo posee virtualidad por si mismo para producir 

efectos jurídicos, unidos, desde luego, a la falta de ejercicio al derecho dado que si esa unión 

no se realiza estaríamos en presencia de un simple plazo. Tal vez no haya propiedad al hablar 

de eficacia jurídica del tiempo, por la razón de que el tiempo no es que tenga existencia 

propia, solo tiene valor en cuanto al modo de considerar un hecho tal seria la falta de ejercicio 

del derecho claro, esta consideración muy propia, es solo el modo de ser de un hecho no un 

fenómeno que exista por si.  

El interés social exige que todas las acciones tengan un término, pues si fuesen perpetuas, 

se llegaría a poner en cuestión la tranquilidad y existencia de la sociedad esto enfocado a 

través de las materias patrimoniales propiamente, y desde el punto de vista mercantiles ya que 

por otra parte hay acciones imprescriptibles que como sabemos no tiene relación alguna en 

nuestro estudio. Visto lo anterior de la prescripción extintiva o liberatoria nos será más fácil 

entrar a la numeración de sus caracteres principales, es decir el conjunto de circunstancias que 

la rodean y que le dan individualidad. (RI UFG EDU) 
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2.2.  MARCO CONCEPTUAL 

En el marco conceptual describiremos parámetros relativos al tema de investigación 

siguiente: 

Actor:  

“Persona que ejercita la acción en un procedimiento judicial en concepto de demandante 

(v.), teniendo con tal fin la capacidad legal necesaria. (V.DEMANDADO, REO.)” 

(Cabanellas, 2012).  

Auditorías internas:  

“La Auditoría Interna es una actividad independiente y objetiva de aseguramiento y 

consulta, concebida para agregar valor y mejorar las operaciones de una organización. Ayuda 

a una organización a cumplir sus objetivos aportando un enfoque sistemático y disciplinado 

para evaluar y mejorar la eficacia de los procesos de gestión de riesgos, control y gobierno” 

(Instituto de Auditores Internos Argentina, 2017) 

Caducidad: 

“La caducidad se define como la extinción del derecho a la acción por el transcurso del 

tiempo” (Confecamaras, 2006). 

Según el Dr. Hinestrosa: 

"Caducidad, ‘acción y efecto de caducar, perder su fuerza una ley o un derecho’ así la 

define el Diccionario de la lengua española, dándole un sentido bien distinto del propio de la 

expresión ‘decadencia’ (‘declinación, menoscabo, principio de debilidad o de ruina’), 

empleado en algunas traducciones de obras jurídicas italianas para la locución decadenza, con 
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lo cual se acentúa la vaguedad y la confusión de la figura de la ‘caducidad’. No es esta por 

cierto novedosa, si bien se la ha utilizado ante todo en otros campos. Sólo recientemente entre 

nosotros la doctrina se ha esmerado en precisarla en sus distintos aspectos y manifestaciones” 

(Confecamaras, 2006). 

Según el Diccionario Hispanoamericano de Derecho: 

“Periodo de tiempo que genera la expiración de un objeto o de una prerrogativa. // 2.-

Desaparición de la validez de un poder por haber sobrepasado el tiempo establecido para 

aplicarlo. // 3. Derogación tácita que sufre una norma legal o consuetudinaria generada por su 

nula aplicación durante un largo periodo de tiempo” (Diccionario Hispanoamericano de 

Derecho, 2009) 

Caducidad de la instancia: 

“Denominada dada a la suposición legal del abandono de una acción o recurso por parte de 

los litigantes, ya que han dejado de tramitar los autos correspondientes” (Diccionario 

Hispanoamericano de Derecho, 2009) 

Contencioso Administrativo:  

“Como señalan, el diccionario jurídico mexicano, Hector Fix-Zamudio y Hector Fix 

Fierro: entiéndase por contencioso administrativo el procedimiento que se sigue ante un 

tribunal u organismo jurisdiccional situado dentro del Poder Ejecutivo o Judicial, con el 

objetivo de resolver, de manera imparcial e imperativa, las controversias entre particulares y 

la Administración Pública” (Roman Quiroz, 2012) 

 Contratista:  
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“Persona que mediante un contrato lleva a cabo una obra específica o está encargada de un 

servicio a una entidad o una persona” (Diccionario Hispanoamericano de Derecho, 2009) 

Contrato: 

“Pacto o convenio entre partes que se obligan sobre materia o cosa determinada y a cuyo 

cumplimiento pueden ser compelidas (Dic. Acad.). En una definición jurídica, se dice que hay 

contrato cuando dos o más personas se ponen de acuerdo sobre una declaración de voluntad 

común, destinada a reglar sus derechos. Los contratos han de ser celebrados entre personas 

capaces y no han de referirse a cuestiones prohibidas o contrarias a la moral o a las buenas 

costumbres. Los contratos lícitos obligan a las partes contratantes en iguales términos que la 

ley” (Cabanellas, 2012) 

Debido proceso:  

“Garantía consagrada de diversa forma por las legislaciones estatales, y que además hace 

parte del Derecho Internacional, consignada en los arts. 10 y 11 de La Declaración Universal 

de Derechos Humanos de 1948” (Cabanellas, 2012) 

Jurisdicción contenciosa:  

“Aquella ante la cual se tramita un juicio contencioso o contradictorio” (Cabanellas, 2012) 

Jurisdicción contencioso-administrativa:  

“Llámase así la función jurisdiccional que, según explica Bielsa, tiene por objeto resolver 

los conflictos, litigios o contiendas que surgen por virtud de la acción administrativa y que se 

suscitan entre la administración pública y los administrados o entre entidades administrativas” 

(Cabanellas, 2012).  
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Acción Administrativa 

“Es la que un particular ejercita frente a la administración, cuando ésta actúa 

en representación del Estado en uso de facultades regladas, por considerar ilegal o lesivo 

para intereses el acto realizado o la resolución que la administración hubiese dictado; o bien 

cuando la administración trata de impedir al particular que lesione el interés público en 

materia reglada”. (Enciclopedia Juridica, 2014) 

Plazo razonable:  

“(…) la Corte Europea de Derechos humanos, que para determinar la razonabilidad del 

plazo en el cual se desarrolla un proceso se deben tomar en cuenta: a) la complejidad del 

asunto, b) la actividad procesal del interesado y c) la conducta de las autoridades judiciales 

(…)” (Derecho Ecuador, 2012) 

2.3.  MARCO LEGAL 

El marco legal se basará en las normativas vigentes como es la Constitución de la 

República de Ecuador, Código Civil, el Código Orgánico General de Procesos, Código 

Orgánico de la Función Judicial, y Ley de Contraloría General del Estado, los mismos que 

determinan cuando opera la caducidad del derecho así también el plazo que tiene el actor para 

ejercer la acción contenciosa administrativa en materia de contratación pública, además 

desarrollaremos la legislación comparada y tratados internacionales relacionadas al tiempo 

que debe tener el actor para reunir las pruebas necesarias para su debida defensa, en virtud de 

los antecedentes expuestos, consideramos necesario se realice una reforma jurídica, ya que el 

tiempo establecido en la ley no es suficiente para que el actor pueda ejercer la acción en 

materia contractual pública.  

http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/particular/particular.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/administraci%C3%B3n/administraci%C3%B3n.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/representaci%C3%B3n/representaci%C3%B3n.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/estado/estado.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/facultades-regladas/facultades-regladas.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/intereses/intereses.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/resoluci%C3%B3n/resoluci%C3%B3n.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/administraci%C3%B3n/administraci%C3%B3n.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/administraci%C3%B3n/administraci%C3%B3n.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/particular/particular.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/inter%C3%A9s-p%C3%BAblico/inter%C3%A9s-p%C3%BAblico.htm
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Legislación Interna: 

Constitución de la República del Ecuador 2008: 

“Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 

orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 

b) Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su defensa” 

(Asamblea Nacional, 2008). 

Análisis: 

El precepto constitucional se observa que quienes acudan a la justicia deberán tener el 

tiempo suficiente para la debida preparación de su defensa, contar con medios suficientes, 

recopilar pruebas; lo cual, es considerado no solo un derecho sino una garantía constitucional 

consagrada en los Derechos de Protección.  

Art. 424.- La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier otra del 

ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán mantener 

conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia 

jurídica. 

La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el 

Estado que reconozcan derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, 

prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder público (Asamblea 

Nacional, 2008).  
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Análisis:  

En cuanto a la legislación interna del Ecuador, la norma de mayor jerarquía es la 

Constitución de la República del Ecuador y que se debe acatar todo precepto constitucional, 

lo que significa que toda normativa deberá guardar armonía con las disposiciones  

constitucionales, caso contrario serán nulas.  

Código Civil: 

Art. 18.- Los jueces no pueden suspender ni denegar la administración de justicia por 

oscuridad o falta de ley. En tales casos juzgarán atendiendo a las reglas siguientes: 

1a.Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal, a pretexto de 

consultar su espíritu. 

Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su intención o 

espíritu claramente manifestados en ella misma, o en la historia fidedigna de su 

establecimiento (Congreso Nacional, 2012) 

Análisis: 

Los operadores de justicia, es decir, juzgadores deberán sujetarse a la norma expresa 

(escrita) misma que debe guardar armonía con el marco constitucional y en caso de no 

entender su espíritu o esencia deberán realizar la debida consulta al organismo competente.  

Código Orgánico General de Procesos:  

“Art. 306.- Oportunidad para presentar la demanda. Para el ejercicio de las acciones 

contencioso tributarias y contencioso administrativas se observará lo siguiente: 
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3. En casos que sean de materia contractual y otras de competencia de los tribunales 

distritales de lo contencioso administrativo, se podrá proponer la demanda dentro del plazo de 

cinco años” (Asamblea Nacional, 2016). 

Análisis: 

El régimen legal vigente, determina, fija y establece que el actor tiene el plazo de cinco 

años para ejercer una acción contenciosa administrativa en materia contractual, tiempo que 

consideramos no prudencial, ya que en la actualidad se ven perjudicadas las entidades del 

Estado, quienes ejercen este derecho una vez obtenido el informe final de auditoría externa de 

ingresos y/o egresos por el ente de control que es Contraloría General del Estado, en el que 

determinan responsabilidades, conclusiones y recomendaciones para que el área pertinente las 

ejecute; sin embargo, al no existir una debida planificación y organización en el sector 

público, muchas veces no se puede ejercer este derecho y transcurre el tiempo establecido en 

la normativa, por lo que debería reformarse exceptuándose a las entidades públicas el tiempo 

establecido.     

Código Orgánico de la Función Judicial: 

“Art. 29.- Interpretación de normas procesales. Al interpretar la ley procesal, la jueza o 

juez deberá tener en cuenta que el objetivo de los procedimientos es la efectividad de los 

derechos reconocidos por la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos 

humanos y la ley sustantiva o material. 

Las dudas que surjan en la interpretación de las normas procesales, deberán aclararse 

mediante la aplicación de los principios generales del derecho procesal, de manera que se 
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cumplan las garantías constitucionales del debido proceso, se respete el derecho de defensa y 

se mantenga la igualdad de las partes. 

Cualquier vacío en las disposiciones de las leyes procesales, se llenará con las normas que 

regulen casos análogos, y a falta de éstas, con los principios constitucionales y generales del 

derecho procesal” (Asamblea Nacional, 2009) 

Análisis: 

Los operadores de justicia deben operar conforme a la norma jurídica, esto debería guardar 

relación con las garantías y derechos consagrados en los preceptos constitucionales 

relacionadas al debido proceso, sin embargo el articulado expuesto impone al juzgador el 

respeto a los derechos de la defensa e igualdad que deben tener al momento de impartir 

justicia, los cuales, encontramos enmarcados en los derechos de protección y los mismos que 

deben brindar una garantía constitucional por cuanto se involucra también el principio de la 

seguridad jurídica, que es el respeto a la misma y a la existencia de las régimen legal vigente, 

las mismas que deben ser aplicadas por la investidura que le confiere el estado a la autoridad 

competente.    

Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado:  

“Art. 14.- Auditoría Interna. Las instituciones del Estado, contarán con una Unidad de 

Auditoría Interna, cuando se justifique, que dependerá técnica y administrativamente de la 

Contraloría General del Estado, que para su creación o supresión emitirá informe previo. El 

personal auditor, será nombrado, removido o trasladado por el Contralor general del Estado y 

las remuneraciones y gastos para el funcionamiento de las unidades de auditoría interna serán 

cubiertos por las propias instituciones del Estado a las que ellas sirven y controlan. 
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Las máximas autoridades de las Unidades de Auditoría Interna, serán de libre designación 

y remoción por parte del Contralor General del Estado. 

Las remuneraciones que corresponden a las máximas autoridades de las Unidades de 

Auditoría Interna de los Gobiernos Autónomos Descentralizados serán cubiertas por la 

Contraloría General del Estado. 

Para ser nombrado y ejercer funciones de dirección o jefatura de esa unidad se requerirá 

ser profesional con título universitario y formación compatible con el ejercicio y práctica de la 

auditoría financiera o de gestión. 

Con el fin de prestar asesoría y realizar la evaluación integral de la institución, el personal 

de auditoría interna de gestión deberá ser de carácter multidisciplinario. 

La auditoría interna se ejecutará de acuerdo con las normas nacionales e internacionales de 

auditoría aplicables al sector público.  

Por disposición expresa del Contralor General del Estado o de la máxima autoridad que 

ejerza la representación legal de la Institución, la respectiva unidad de auditoría interna 

ejecutará auditorías y exámenes especiales, de conformidad con lo establecido en esta Ley. 

Las entidades del sector público deberán prestar todas las facilidades operativas y 

logísticas para el adecuado desenvolvimiento de las Unidades de Auditoría Interna” 

(Congreso Nacional, 2002).  

Análisis:  

Del artículo que precede, se observa que la normativa vigente impone a todas las 

instituciones que forman la Administración Pública que deben brindar facilidades a las 
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unidades que integran la auditoría interna, así como además instituye que el personal 

designado para estas auditorías son establecidos por el órgano de control, que es la 

Contraloría General del Estado, sin embargo, se evidencia que los gastos deberán ser 

cubiertos por las propias entidades pero en lo que respecto de estas auditorías se tiene la 

convicción que la parte técnica y administrativa las maneja en conjunto con el órgano de 

control.  

“Art. 71.- Caducidad de las facultades de la Contraloría General del Estado. La facultad 

que corresponde a la Contraloría General del Estado para pronunciarse sobre las actividades 

de las instituciones del Estado, y los actos de las personas sujetas a esta Ley, así como para 

determinar responsabilidades, caso de haberlas, caducará en siete años contados desde la 

fecha en que se hubieren realizado dichas actividades o actos. 

Se producirá la caducidad de la facultad para resolver los recursos de revisión de una 

resolución original, o de reconsideración de una orden de reintegro, cuando hubiere 

transcurrido un año desde la notificación de la providencia respectiva y no se hubiere 

expedido la resolución que resuelva los recursos. En tal circunstancia las resoluciones 

originales materia de tales recursos quedarán firmes. 

La Contraloría General del Estado se pronunciará en el plazo no mayor a tres años, 

respecto de la declaración patrimonial juramentada en los casos de los ciudadanos elegidos 

por votación popular, presentada al término de sus funciones” (Congreso Nacional, 2002).  

Análisis:  
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En la normativa que antecede, se observa el periodo de tiempo que debe pronunciarse la 

Contraloría General del Estado respecto a los ingresos, actividades y gastos del sector 

público.   

“Art. 75.- Responsabilidad por caducidad, prescripción y silencio administrativo. Los 

funcionarios o servidores de la Contraloría General del Estado, o de las instituciones 

ejecutoras de obligaciones originadas en resoluciones de la Contraloría General del Estado, 

por cuya acción u omisión se produjeren la caducidad, la prescripción o el silencio 

administrativo, incurrirán en responsabilidad administrativa culposa, sin perjuicio de las 

demás responsabilidades a que hubiere lugar” (Congreso Nacional, 2002).  

Análisis:  

Del articulado se extrae que los servidores de la Contraloría General del Estado deberán 

acatar y hacer cumplir las disposiciones de su ente rector, por cuanto, la normativa establece 

que si no lo hacen, podrían incurrir en un tipo de responsabilidad.   

“Art. 72.- Declaratoria de la caducidad.- En todos los casos, la caducidad será declarada de 

oficio o a petición de parte, por el Contralor General o por los Tribunales Distritales de lo 

Contencioso Administrativo, según se hubiere presentado el reclamo como acción o como 

excepción” (Congreso Nacional, 2002). 

Análisis: 

En la normativa expuesta se observa que la caducidad puede ser alegada por dos 

organismos competentes como son: la Contraloría General del Estado o por el Tribunal 

Distrital de lo Contencioso Administrativa, y que esta puede ser a petición de parte o 

declarada por oficio.  
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Normas de Control Interno de La Contraloría General del Estado: 

“La auditoría interna es una actividad independiente y objetiva de aseguramiento y 

asesoría, concebida para agregar valor y mejorar las operaciones de una organización; evalúa 

el sistema de control interno, los procesos administrativos, técnicos, ambientales, financieros, 

legales, operativos, estratégicos y gestión de riesgos. 

Cada institución, cuando se justifique, contará con una Unidad de Auditoría Interna 

organizada, con independencia y con los recursos necesarios para que brinde asesoría 

oportuna y profesional en el ámbito de su competencia, agregando valor a la gestión 

institucional y garantía razonable de que la gestión de la máxima autoridad y demás 

servidoras y servidores, se realiza con apego a las normas vigentes. 

La Unidad de Auditoría Interna estará integrada por personal multidisciplinario. Mediante 

técnicas y procedimientos de auditoría, evaluará la eficiencia del sistema de control interno, la 

administración de riesgos institucionales, la efectividad de las operaciones y el cumplimiento 

de leyes y regulaciones aplicables que permitan el logro de los objetivos institucionales. 

Proporcionará asesoría en materia de control a las autoridades, niveles directivos, servidoras y 

servidores de la entidad, para fomentar la mejora de sus procesos y operaciones. 

Los auditores de la Unidad de Auditoría Interna actuarán con criterio independiente 

respecto a las operaciones o actividades auditadas y no intervendrán en la autorización o 

aprobación de los procesos financieros, administrativos, operativos y ambientales” (Asamblea 

Nacional, 2014) 

Análisis:  
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De este artículo se extrae que depende de la justificación de las instituciones públicas 

contarán con una Unidad de Auditoría Interna , en el caso del Ministerio de Agricultura, 

Ganadería, Acuacultura y Pesca, cuenta con su propia unidad de auditoría interna, ya que esta 

entidad justificó la necesidad de tenerla.  

Legislación Externa: 

Tratados / Instrumentos Internacionales 

Convención Americana sobre Derechos Humanos: 

“Artículo 8.  Garantías Judiciales 

 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, 

o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 

cualquier otro carácter” (Organización de los Estados Americanos, 2014) 

Análisis: 

Del instrumento internacional, se desprende que la persona deberá contar con un plazo 

razonable para ser oída, lo cual, significa que tiene el derecho para  ejercer su acción sea de 

cualquier tipo dentro de un tiempo establecido, lo que es conocido internacionalmente como 

una de las garantías jurisdiccionales.    

 Declaración Universal de Derechos Humanos: 

“Artículo 8. 



44 
 

Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales 

competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos 

por la constitución o por la ley” (Naciones Unidas, 2017). 

Análisis: 

De la normativa internacional antes expuesta, se extrae que todo individuo tiene derecho a 

recurrir a la justicia que vulneren sus garantías y por ende sus derechos, los cuales, nacen o se 

encuentran determinados en el marco constitucional. De este último se desprende o significa 

que la legislación interna tiene su máxima norma jerárquica que es la Constitución.  

En esta investigación se enfoca en el marco constitucional impone que toda persona debe 

contar con el tiempo necesario para la defensa de sus intereses para lo cual, debería 

extenderse el plazo/término/tiempo adecuado para que el actor pueda ejercer la acción 

contenciosa administrativa en materia contractual pública.    

 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: 

“Artículo 14:  

3. (…) toda persona (…) tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías 

mínimas: b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su 

defensa y a comunicarse con un defensor de su elección” (Naciones Unidas , 1996-2017). 

Análisis: 
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Este documento internacional se observa que toda persona debe de disponer el tiempo 

adecuado para la preparación de su defensa, lo cual, es considerado en el Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos como una garantía mínima además de tener el libre albedrio 

de elegir a cualquier profesional del derecho para la iniciación, sustentación o conclusión del 

proceso, en el que infrinja los derechos y garantías de su defendido, más del tiempo razonable 

es también los medios adecuados, es decir, las pruebas con las que se iniciaría la acción 

administrativa, penal y civil.  

Legislación Comparada:  

• Chile 

En materia de contratación pública, este país tiene su normativa que es conocida como: ley 

de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios de la 

República De Chile  

Tribunal de Contratación Pública:  

“Art. 22.- Créase un tribunal, denominado "Tribunal de Contratación Pública", que tendrá 

su asiento en Santiago. 

El Tribunal estará integrado por tres abogados designados por el Presidente de la 

República, con sus respectivos suplentes, previas propuestas en terna hechas por la Corte 

Suprema. 

Las ternas serán formadas sucesivamente, tomando los nombres de una lista, 

confeccionada especialmente para tal efecto por la Corte de Apelaciones de Santiago, a través 

de concurso público. En la señalada lista sólo podrán figurar abogados que sean chilenos; se 
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hayan destacado en la actividad profesional o universitaria; acrediten experiencia en la 

materia, y tengan no menos de diez años de ejercicio profesional o hayan pertenecido al 

Escalafón Primario del Poder Judicial, siempre y cuando hubieran figurado durante los 

últimos cinco años en Lista Sobresaliente. En ningún caso, podrán figurar en las ternas 

aquellos profesionales que hayan sido separados de sus cargos como funcionarios judiciales, 

sea en la calificación anual o en cualquier otra oportunidad. 

Los integrantes del Tribunal elegirán a uno de sus miembros para que lo presida, por un 

período de dos años, pudiendo ser reelegido. 

Los integrantes designados en calidad de suplentes ejercerán el cargo que les haya sido 

asignado en aquellos casos en que, por cualquier circunstancia, no sea desempeñado por el 

titular. Dicha suplencia no podrá extenderse por más de seis meses continuos, al término de 

los cuales  deberá, necesariamente, proveerse el cargo con un titular, de la manera ya 

señalada, por el período que reste para el ejercicio del mismo. 

Los integrantes del Tribunal tendrán derecho a que se les pague la suma equivalente a un 

treintavo de la renta del Grado IV, correspondiente a Ministros de Corte de Apelaciones, por 

cada sesión a la que asistan, con un máximo de doce sesiones mensuales. 

Los integrantes del Tribunal permanecerán en el ejercicio de sus cargos por un plazo de 

cinco años, pudiendo ser nuevamente designados, de la misma forma antes establecida. 

Este Tribunal fallará conforme a derecho y estará sometido a la superintendencia directiva, 

correccional y económica de la Corte Suprema, de conformidad con lo que establece el 

artículo 79 de la Constitución Política de la República. 
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Un auto acordado, dictado por la Corte Suprema, regulará las materias relativas a su 

funcionamiento administrativo interno, velando por la eficaz expedición de los asuntos que 

conozca el Tribunal” (Honorable Congreso Nacional, 2003) 

Análisis:  

 En Chile cuenta con su propio Tribunal en materia de contratación pública, sin embargo, 

en Ecuador se observa que en la rama del Derecho Público en asuntos administrativos el 

Tribunal competente es el Distrital Contencioso Administrativo, el mismo que avoca 

conocimiento en aspectos derivados de la contratación pública.   

Competencia e interposición de demandas ante el Tribunal de Contratación Pública:  

“Art. 24.- El Tribunal será competente para conocer de la acción de impugnación contra 

actos u omisiones, ilegales o arbitrarios, ocurridos en los procedimientos administrativos de 

contratación con organismos públicos regidos por esta ley. 

La acción de impugnación procederá contra cualquier acto u omisión ilegal o arbitrario que 

tenga lugar entre la aprobación de las bases de la respectiva licitación y su adjudicación, 

ambos inclusive. 

La demanda mediante la cual se ejerza la acción de impugnación podrá ser interpuesta por 

toda persona natural o jurídica, que tenga un interés actualmente comprometido en el 

respectivo procedimiento administrativo de contratación. 

La demanda deberá deducirse dentro del plazo fatal de diez días hábiles, contado desde el 

momento en que el afectado haya conocido el acto u omisión que se impugna o desde la 

publicación de aquél. Se presentará directamente ante el Tribunal de Contratación Pública, 
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pero cuando el domicilio del interesado se encontrara ubicado fuera de la ciudad de asiento 

del Tribunal, podrá presentarse por medio de las Intendencias Regionales o Gobernaciones 

Provinciales respectivas. En este caso, el Intendente o Gobernador, según corresponda, deberá 

remitirla al Tribunal el mismo día, o a más tardar el día hábil siguiente, contado desde su 

recepción.  

La demanda deberá contener la mención de los hechos que constituyen el acto u omisión 

ilegal o arbitraria, la identificación de las normas legales o reglamentarias que le sirven de 

fundamento, y las peticiones concretas que se someten al conocimiento del Tribunal. 

El Tribunal podrá declarar inadmisible la impugnación que no cumpla con los requisitos 

exigidos en los incisos precedentes, teniendo el demandante cinco días contados desde la 

notificación de la inadmisibilidad para corregir la impugnación” (Honorable Congreso 

Nacional, 2003) 

 

Análisis:  

Se evidencia que en el país Chileno tiene su propio Tribunal de Contratación Pública, en 

cambio en nuestro país para resolver asuntos de esta materia, tenemos al Tribunal Distrital de 

lo Contencioso Administrativo con sus diferentes sedes; Cabe indicar que para resolver las 

acciones administrativas relacionadas a la contratación pública en Chile tienen el término de 

diez días hábiles, es decir, para interponer una demanda solo se debe contar con los días 

laborables,  en cambio en nuestro país es de cinco años conforme a lo previsto en el Código 

Orgánico General de Procesos.  

• Perú:  
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En materia contractual este país, tiene su Ley de Contrataciones del Estado de La 

República del Perú.  

Tribunal de Contrataciones del estado:  

“Art. 63.- Tribunal de contrataciones del estado.- 

El Tribunal de Contrataciones del Estado es un órgano resolutivo que forma parte de la 

estructura administrativa del Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado - OSCE. 

Cuenta con plena autonomía e independencia en el ejercicio de sus funciones. 

Tiene las siguientes funciones: 

a) Resolver, de ser el caso, las controversias que surjan entre las Entidades, los 

participantes y los postores durante el proceso de selección; 

b) Aplicar las sanciones de inhabilitación temporal y definitiva a los proveedores, 

participantes, postores, contratistas, entidades y expertos independientes, según corresponda 

para cada caso; y, 

c) Las demás funciones que le otorga la normativa. 

Su conformación y el número de Salas se establecerán por Decreto Supremo, refrendado 

por el Ministro de Economía y Finanzas” (Organismo Supervisor de las Contrataciones, 2009) 

Análisis: 

En Perú tiene su entidad para conocer asuntos contractuales como el Tribunal de 

Contrataciones del estado, guarda similitud con la legislación chilena en razón de que este 

país también tiene su propio Tribunal que ventilan causas en materia de contratación pública a 
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diferencia del país ecuatoriano que tiene un Tribunal que conoce aspectos administrativos y 

en ese mismo organismo, avocan conocimiento de asuntos contractuales.    

Controversias: 

“Art. 52.- Solución de controversias.- 

Las controversias que surjan entre las partes sobre la ejecución, interpretación, resolución, 

inexistencia, ineficacia, nulidad o invalidez del contrato, se resolverán mediante conciliación 

o arbitraje, según el acuerdo de las partes, debiendo solicitarse el inicio de estos 

procedimientos en cualquier momento anterior a la fecha de culminación del contrato, 

considerada ésta de manera independiente. Este plazo es de caducidad, salvo para los 

reclamos que formulen las Entidades por vicios ocultos en los bienes, servicios y obras 

entregados por el contratista, en cuyo caso, el plazo de caducidad será el que se fije en función 

del artículo 50° de la presente norma, y se computará a partir de la conformidad otorgada por 

la Entidad” (Organismo Supervisor de las Contrataciones, 2009). 

Plazo para interponer una acción:  

“Art. 50.- Responsabilidad del contratista.- El contratista es el responsable por la calidad 

ofrecida y por los vicios ocultos de los bienes o servicios ofertados por un plazo no menor de 

un (1) año contado a partir de la conformidad otorgada por la Entidad. El contrato podrá 

establecer excepciones para bienes fungibles y/o perecibles, siempre que la naturaleza de 

estos bienes no se adecue a este plazo. En el caso de obras, el plazo de responsabilidad no 

podrá ser inferior a siete (7) años, contado a partir de la conformidad de la recepción total o 

parcial de la obra, según corresponda. 
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Las Bases deberán establecer el plazo máximo de responsabilidad del contratista” 

(Organismo Supervisor de las Contrataciones, 2009) 

Análisis:  

Se analiza que en Perú cuenta con el Tribunal de Contrataciones del estado al igual que en 

Chile que es denominado “Tribunal de Contratación Pública”, a diferencia de nuestro país 

cuenta  con el “Tribunal Distrital Contencioso Administrativo”, en el cual, se ventilan asuntos 

administrativos  y por ende asuntos de materia contractual. En Perú nos podemos percatar que 

para interponer una acción , es responsabilidad del contratista, que debe hacerlo en un plazo 

de 7 años, muy diferente al de Chile que conceden al actor el término de diez días hábiles para 

interponer una acción, muy indistinto al de nuestro país que el plazo para demandar es de 

cinco años .  

Las normativas expuestas guardan similitudes, en los países asuntos que versan en materia 

de contratación pública, son avocados conocimientos por los Tribunales, además que recae la 

responsabilidad en el actor / contratista a quien se le hubiese vulnerado sus derechos en los 

concursos públicos. En los regímenes legales establecen un plazo para deducir una acción en 

materia contractual sin embargo, se puede acotar que el tiempo en la legislación chilena es de 

diez días, lo cual, para nuestro criterio es muy poco el tiempo establecido en la norma, sin 

embargo en ese país, su competencia y jurisdicción en materia contractual pública recaen 

solamente en el Tribunal de Contratación Pública, al igual que el País de Perú y Ecuador 

distintamente tiene su Tribunal pero que conoce asuntos administrativos y contractuales.  
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CAPÍTULO III 

MARCO METODOLÓGICO 

3. MARCO METODOLÓGICO 

En este capítulo se utilizará los diferentes métodos, tipos, enfoques, técnicas, población y 

muestra que proporciona la Metodología de Investigación Científica, que sirven para la 

recolección y obtención de datos para la factibilidad del tema propuesto y comprobar la 

hipótesis planteada. Recordando que: “La investigación como fuente de evidencia científica, 

tiene entre sus objetivos comprender la relación entre la Investigación y la práctica 

profesional basada en pruebas o evidencia científica”. (Delgado, 2012).  

En relación a la implementación de las diversas técnicas proporcionadas por la 

Investigación Científica, del cual, se obtendrá una población específica para la investigación 

así mismo, partirá la utilización de la formula, de la cual se obtendrá una muestra, la finalidad 

es la obtención de aquellos datos que sirven para la comprobación de la hipótesis. Se ha 

empleado los métodos de la investigación como es el científico, histórico, analítico y 

sintético, además de los diversos enfoques  cualitativo y cuantitativo, con sus instrumentos 

que son la encuesta y entrevista.  

Método Inductivo: 

 “el método inductivo se aplica en  los principios descubiertos a casos particulares, a 

partir de un enlace de juicios” (Hernández, 2006)  

Premisas particulares a generales, por lo que en este proyecto, se utilizó la 

observación, registro y el análisis de los hechos.  
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Método Deductivo: 

 “es el razonamiento que, partiendo de casos particulares, se eleva a conocimientos 

generales. Este método permite la formación de hipótesis, investigación de leyes 

científicas, y las demostraciones. La inducción puede ser completa o incompleta” (Ander, 

1997) 

Este método se usa en esta investigación , ya que parte de las premisas generales a 

unas premisas particulares, por lo que conllevan a identificar a las posibles 

recomendaciones al tema planteado.  

Método Histórico: 

“(…) Consiste en que las instituciones deben remontarse a su pasado y ver si sus 

normas evolucionan en su búsqueda para cumplir los fines que busca el Derechos civil” 

(APUNTES JURÍDICOS, 2016). 

Método Analítico. -  

“Revisar ordenadamente cada uno de ellos por separado” (Abad, 2009, pág. 94) 

Método Sintético:  

“Es un proceso de desarticulación práctica o mental del todo en sus partes y de 

reunificación del todo a base de sus parte” (Serrano, 2006, pág. 69) 

 

3. 1 TIPO DE INVESTIGACIÓN 

En esta investigación es de tipo exploratorio y descriptiva.  
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Según Hernández Sampieri, R., “los estudios exploratorios se realizan cuando el objeto es 

examinar un tema o problema de investigación” (Hernández, 2006, pág. 100) 

En relación a la investigación descriptiva: “busca especificar propiedades, características y 

rasgos importante de cualquier fenómeno que se analice. Describe tendencias de un grupo de 

población” (Hernández, 2006, pág. 103) 

3. 2 ENFOQUE DE LA INVESTIGACIÓN 

En esta investigación se empleará dos enfoques: 

• Cuantitativo 

• Cualitativo 

Enfoque Cuantitativo: 

“Recoge información empírica (de cosas o aspectos que se pueden contar, pesar o medir) y 

que por su naturaleza siempre arroja números como resultado” (Behar, 2008) 

Instrumento empleado es la Encuesta. 

Encuesta: 

“recogen información de una porción de la población de interés, dependiendo el tamaño de 

la muestra en el propósito del estudio” (Behar, 2008).  

Enfoque Cualitativo: Recoge información de carácter subjetivo, es decir que no se perciben 

por los sentidos, como el cariño, la afición, los valores, aspectos culturales. Por lo que sus 

resultados siempre se traducen en apreciaciones conceptuales (en ideas o conceptos) pero de 

las más alta precisión o fidelidad posible con la realidad investigada” (Behar, 2008).  
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El instrumento empleado es la entrevista. 

Entrevista: 

“La entrevista es un acto de saber algo de alguien que se establece entre dos o más 

personas (el entrevistador y el entrevistado) con el fin de obtener una información o una 

opinión, o bien para conocer la personalidad de alguien” (Serrano, 2006) 

3. 3 TÉCNICAS DE LA INVESTIGACIÓN 

En este apartado se empleó las técnicas de campo y bibliográficas. 

Técnica de Campo:  

Este tipo de investigación se apoya en informaciones que provienen entre otras, de 

entrevistas, cuestionarios, encuestas y observaciones. Como es compatible desarrollar este 

tipo de investigación junto a la investigación de carácter documental, se recomienda que 

primero se consulten las fuentes de la de carácter documental, a fin de evitar una duplicidad 

de trabajos” (Behar, 2008).  

Técnica de campo empleada es la observación. 

Observación: 

“Registro sistemático válido y confiable de comportamiento o conducta manifiesta. Sobre 

recolecta información sobre la conducta más que de percepciones” (Sampieri, 2006) 

Técnica Bibliográfica: 
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“Expone las fuentes documentales teóricas y metodológicas utilizadas en el estudio y 

cumple con las normas internacionales/estandarizadas de manejo y citación de referencias 

bibliográficas” (Behar, 2008). 

3. 4 POBLACIÓN Y MUESTRA 

En este apartado, el universo serán los Abogados, cuya población particularmente se 

utilizará la de Santiago de Guayaquil, de la misma que se aplicará la formula 

correspondiente obteniendo una muestra, de la cual, se empleará las entrevistas y 

encuestas.   

Tabla N° 1 

Abogados 

UNIVERSO CANTIDAD % 

Prov. Pichincha 18.000 30% 

Prov. Guayas 
 16.000 27% 

Prov. Azuay, Esmeraldas, otros 
 32.000 43% 

 
TOTAL 66.000 100% 

Fuente: Consejo de la Judicatura 

 

Atendiendo a la necesidad del estudio y a la accesibilidad de la geografía hemos considerado 
como población a los abogados de la Provincia del Guayas. 

Tabla N° 2 

 

POBLACIÓN EMPLEADA MUESTRA 

Abogado Prov. Guayas 375 
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Para realizar el debido cálculo de la población se implementará la fórmula que se detalla a 

continuación: 

 

Fuente: (feedbacknetworks, 2013) 

N = tamaño de la muestra 

E = Coeficiente de error (5%) 

N = población universo 

Se implementa la población de abogados del Guayas cuya muestra es de 375; Cabe indicar 

que se aplicó un nivel de confianza de 95%, con un margen de error de 5%. 

N = 375 
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INSTRUCCIONES PARA RESPONDER A LA ENCUESTA DIRIGIDA A LOS ABOGADOS: 

A continuación usted encontrara varias preguntas, concordantes con el día a día de trabajo de las 
instituciones públicas en la celebración de procedimientos dinámicos de contratación pública sean de 
menor o mayor cuantía con proveedores del Estado, por favor leer el cuadro con las preguntas a contestar 
consultar, y sitúe señale con una x la pregunta que usted considere acorde a su percepción. 

 
UNIVERSIDAD LAICA “VICENTE ROCAFUERTE” DE GUAYAQUIL 

FACULTAD DE CIENCIAS SOCIALES Y DERECHO CARRERA DERECHO 
OBJETIVO: Demostrar las inconsistencias que tiene el Código Orgánico General de Procesos 

relacionadas a la materia de contratación pública.  
(A) Muy de Acuerdo (B) De Acuerdo (C) Desacuerdo (D) Muy en Desacuerdo 

N 
PREGUNTA A

A 
B

B 
C

C 
D

D 

1 
¿ESTÁ USTED DE ACUERDO CON EL PERÍODO DE CINCO AÑOS 

PARA QUE EL ACTOR PUEDA EJERCER LA ACCIÓN CONTENCIOSA 
ADMINISTRATIVA EN MATERIA DE CONTRATACIÓN PÚBICA? 

    

2 
¿ESTÁ USTED DE ACUERDO QUE SE DEBA REFORMAR EL 

NUMERAL TERCERO DEL ARTÍCULO 306 DEL CÓDIGO ORGÁNICO 
GENERAL DE PROCESOS, EN EL CUÁL ESTABLECE CINCO AÑOS 
PARA EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN CONTENCIOSA 
ADMINISTRATIVA EN MATERIA CONTRACTUAL, POR UN PLAZO 
MAYOR? 

    

3  
¿ESTÁ USTED DE ACUERDO QUE EL PLAZO DE CINCO AÑOS 

DETERMINADOS EN EL CÓDIGO ORGÁNICO GENERAL DE 
PROCESOS, ES ACORDE A LA NECESIDAD DEL ACTOR? 

    

4 
¿ESTÁ USTED DE ACUERDO QUE NUESTRA LEGISLACIÓN 

CONTEMPLE LA CREACIÓN DE UN TRIBUNAL ESPECIALIZADO EN 
MATERIA DE CONTRATACIÓN PÚBLICA? 

    

5 
¿ESTÁ USTED DE ACUERDO QUÉ EL LEGISLADOR DEBA 

REALIZAR UN ADECUADO ESTUDIO LEGAL, A EFECTOS DE QUE 
NO SE PRODUZCA LA CADUCIDAD DEL DERECHO PARA EJERCER 
LA ACCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA EN MATERIA 
CONTRACTUAL? 

    

6 
¿ESTÁ USTED DE ACUERDO QUE NUESTRA LEGISLACIÓN 

DEBERÍA CONSIDERAR EL CONTENIDO DE LOS INSTRUMENTOS 
INTERNACIONALES, PARA REFORZAR LA DINÁMICA OBJETIVA DE 
LA ACCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA EN MATERIA DE 
CONTRATACIÓN PÚBLICA? 

    

7 
¿ESTÁ USTED DE ACUERDO EN QUE SE ESTABLEZCA UN 

TIEMPO ESPECÍFICO PARA QUE LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS 
PUEDAN EJERCER LA ACCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA 
EN MATERIA DE CONTRATACIÓN PÚBLICA? 

    

8 
¿ESTÁ USTED DE ACUERDO EN QUE SE EXCEPTÚE A LAS 

INSTITUCIONES PÚBLICAS DEL TIEMPO DETERMINADO EN LA 
LEY, CONSIDERANDO QUE LAS AUDITORÍAS INTERNAS TARDAN 
EXTENSOS PERÍODOS PARA APROBAR EL INFORME DE 
FISCALIZACIÓN? 

    

9 
¿ESTÁ USTED DE ACUERDO QUE EL ESTADO ECUATORIANO 

DEBA EMPLEAR  LOS MECANISMOS DE OTROS PAÍSES, QUE EN 
SUS LEGISLACIONES CONTEMPLAN PARA EL EJERCICIO DE LA 
ACCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA EN MATERIA DE 
CONTRATACIÓN PÚBLICA? 

    

   
10 

¿ESTÁ USTED DE ACUERDO QUE SE REFORME EL CÓDIGO 
ORGÁNICO GENERAL DE PROCESOS PARA ESTABLECER UN 
PLAZO MAYOR AL VIGENTE ACTUALMENTE PARA QUE EL ACTOR 
EJERZA SU ACCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA EN 
MATERIA DE CONTRATACIÓN PÚBLICA? 
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PREGUNTA ADICIONAL 

Tiempo sugerido para aplicar el ejercicio de la acción contenciosa administrativa en 

materia de contratación pública, por parte del actor. 

TIEMPO 
3 

AÑOS 

5 

AÑOS 

6 

AÑOS 

7 

AÑOS 

8 

AÑOS 

9 

AÑOS 

10 

AÑOS 

+ 11 

AÑOS 
TOTAL 

ENCUESTADOS          

FRECUENCIA          
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Pregunta 1 

¿Está usted de acuerdo con el período de cinco años para que el actor pueda ejercer la 

acción contenciosa administrativa en materia de contratación púbica? 

 

 

 

Autora: Yolanda Rivera García 
Fuente: Foro de Abogados del Guayas 

Gráfico 1 

 

Autora: Yolanda Rivera García 

Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Análisis.- Se evidencia que 87 encuestados que representan al 23% de la población que fueron 

encuestados, manifiesta que están totalmente desacuerdo; mientras que 123 encuestados que 

representan al 33% manifestaron estar en desacuerdo; 76 encuestados que representan al 20%, 

expresaron que están de acuerdo y 89 encuestados que representan al 24% se encuentran totalmente de 

acuerdo. 

 

24%

20%
33%

23% TOTALMENTE DE ACUERDO

DE ACUERDO

DESACUERDO

TOTALMENTE DESACUERDO

Tabla N° 3 Muestreo FREC 

Totalmente de acuerdo 89 24% 
De acuerdo 76 20% 
Desacuerdo 123 33% 
Totalmente desacuerdo 87 23% 
Total  375 100% 
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Pregunta 2 

¿Está usted de acuerdo que se deba reformar el numeral tercero del artículo 306 del 

Código Orgánico General de Procesos, en el cual establece cinco años para el ejercicio de la 

acción contenciosa administrativa en materia contractual, por un plazo mayor? 

 

 

 

Autora: Yolanda Rivera García 
Fuente: Foro de Abogados del Guayas 

Gráfico 2 

 

Autora: Yolanda Rivera García 

Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Análisis.- Se evidencia que 10 encuestados que representan al 3% de la población que fueron 

encuestados, manifiesta que están totalmente desacuerdo; mientras que 5 encuestados que representan 

al 1% manifestaron estar en desacuerdo; 130 encuestados que representan al 35%, expresaron que 

están de acuerdo y 230 encuestados que representan al 61% se encuentran totalmente de acuerdo. 

 

61%

35%

1% 3%

TOTALMENTE DE ACUERDO

DE ACUERDO

DESACUERDO

TOTALMENTE DESACUERDO

Tabla N° 4 Muestreo FREC 

Totalmente de acuerdo 230 61% 
De acuerdo 130 35% 
Desacuerdo 5 1% 
Totalmente desacuerdo 10 3% 
Total 375 100% 
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Pregunta No. 3 

¿Está usted de acuerdo que el plazo de cinco años determinados en el Código Orgánico 

General de Procesos, es acorde a la necesidad del actor? 

 

 

 

Autora: Yolanda Rivera García 
Fuente: Foro de Abogados del Guayas 

Gráfico 3 

 

Autora: Yolanda Rivera García 

Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Análisis.- Se evidencia que 179 encuestados que representan al 48% de la población que fueron 

encuestados, manifiesta que están totalmente desacuerdo; mientras que 76 encuestados que 

representan al 20% manifestaron estar en desacuerdo; 107 encuestados que representan al 29%, 

expresaron que están de acuerdo y 13 encuestados que representan al 3% se encuentran totalmente de 

acuerdo. 

 

3%

29%

20%

48%

TOTALMENTE DE ACUERDO

DE ACUERDO

DESACUERDO

TOTALMENTE DESACUERDO

Tabla N° 5 Muestreo FREC 

Totalmente de acuerdo 13 3% 
De acuerdo 107 29% 
Desacuerdo 76 20% 
Totalmente desacuerdo 179 48% 
Total 375 100% 
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Pregunta No.4  

¿Está usted de acuerdo que nuestra legislación contemple la creación de un Tribunal 

especializado en materia de Contratación Pública? 

 

 

 

Autora: Yolanda Rivera García 
Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Gráfico 4 

 

Autora: Yolanda Rivera García 

Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Análisis.- Se evidencia que 42 encuestados que representan al 11% de la población que fueron 

encuestados, manifiesta que están totalmente desacuerdo; mientras que 10 encuestados que 

representan al 3% manifestaron estar en desacuerdo; 4 encuestados que representan al 1%, expresaron 

que están de acuerdo y 319 encuestados que representan al 85% se encuentran totalmente de acuerdo. 

 

 

85%

1%

3% 11%

TOTALMENTE DE ACUERDO

DE ACUERDO

DESACUERDO

TOTALMENTE DESACUERDO

Tabla N° 6 Muestreo FREC 

Totalmente de acuerdo 319 85% 
De acuerdo 4 1% 
Desacuerdo 10 3% 
Totalmente desacuerdo 42 11% 
Total 375 100% 
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Pregunta No. 5 

¿Está usted de acuerdo qué el legislador deba realizar un adecuado estudio legal, a 

efectos de que no se produzca la caducidad del derecho para ejercer la acción contenciosa 

administrativa en materia contractual? 

 

 

 

Autora: Yolanda Rivera García 
Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Gráfico 5 

 

Autora: Yolanda Rivera García 

Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Análisis.- Se evidencia que 32 encuestados que representan al 9% de la población que fueron 

encuestados, manifiesta que están totalmente desacuerdo; mientras que 24 encuestados que 

representan al 6% manifestaron estar en desacuerdo; 20 encuestados que representan al 5%, 

expresaron que están de acuerdo y 299 encuestados que representan al 80% se encuentran totalmente 

de acuerdo. 

80%

5%

6%
9%

TOTALMENTE DE ACUERDO

DE ACUERDO

DESACUERDO

TOTALMENTE DESACUERDO

Tabla N° 7 Muestreo FREC 

Totalmente de acuerdo 299 80% 
De acuerdo 20 5% 
Desacuerdo 24 6% 
Totalmente desacuerdo 32 9% 
Total 375 100% 
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Pregunta No. 6 

¿Está usted de acuerdo que nuestra Legislación debería considerar el contenido de los 

Instrumentos Internacionales, para reforzar la dinámica objetiva de la acción contenciosa 

administrativa en materia de contratación pública? 

 

 

 

Autora: Yolanda Rivera García 
Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Gráfico 6 

 

Autora: Yolanda Rivera García 

Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Análisis.- Se evidencia que 75 encuestados que representan al 20% de la población que fueron 

encuestados, manifiesta que están totalmente desacuerdo; mientras que 41 encuestados que 

representan al 11% manifestaron estar en desacuerdo; 10 encuestados que representan al 3%, 

expresaron que están de acuerdo y 249 encuestados que representan al 66% se encuentran totalmente 

de acuerdo. 

66%
3%

11%

20% TOTALMENTE DE ACUERDO

DE ACUERDO

DESACUERDO

TOTALMENTE DESACUERDO

Tabla  N° 8 Muestreo FREC 

Totalmente de acuerdo 249 66% 
De acuerdo 10 3% 
Desacuerdo 41 11% 
Totalmente desacuerdo 75 20% 
Total 375 100% 
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Pregunta No. 7 

¿Está usted de acuerdo en que se establezca un tiempo específico para que las 

instituciones públicas puedan ejercer la acción contenciosa administrativa en materia de 

contratación pública? 

 

 

 

Autora: Yolanda Rivera García 
Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Gráfico 7 

 

Autora: Yolanda Rivera García 

Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Análisis.- Se evidencia que 35 encuestados que representan al 9% de la población que fueron 

encuestados, manifiesta que están totalmente desacuerdo; mientras que 34 encuestados que 

representan al 9% manifestaron estar en desacuerdo; 89 encuestados que representan al 24%, 

expresaron que están de acuerdo y 217 encuestados que representan al 58% se encuentran totalmente 

de acuerdo. 

58%24%

9%
9%

TOTALMENTE DE ACUERDO

DE ACUERDO

DESACUERDO

TOTALMENTE DESACUERDO

Tabla N° 9 Muestreo FREC 

Totalmente de acuerdo 217 58% 
De acuerdo 89 24% 
Desacuerdo 34 9% 
Totalmente desacuerdo 35 9% 
Total 375 100% 
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Pregunta No. 8 

¿Está usted de acuerdo en que se exceptúe a las instituciones públicas del tiempo 

determinado en la ley, considerando que las auditorías internas tardan extensos períodos 

para aprobar el informe de fiscalización? 

 

 

 

Autora: Yolanda Rivera García 
Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Gráfico 8 

 

Autora: Yolanda Rivera García 

Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Análisis.- Se evidencia que 15 encuestados que representan al 4% de la población que fueron 

encuestados, manifiesta que están totalmente desacuerdo; mientras que 26 encuestados que 

representan al 7% manifestaron estar en desacuerdo; 87 encuestados que representan al 23%, 

expresaron que están de acuerdo y 247 encuestados que representan al 66% se encuentran totalmente 

de acuerdo. 

66%

23%

7% 4%

TOTALMENTE DE ACUERDO

DE ACUERDO

DESACUERDO

TOTALMENTE DESACUERDO

Tabla N° 10 Muestreo FREC 

Totalmente de acuerdo 247 66% 
De acuerdo 87 23% 
Desacuerdo 26 7% 
Totalmente desacuerdo 15 4% 
Total 375 100% 
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Pregunta No.9 

¿Está usted de acuerdo que el estado ecuatoriano deba emplear  los mecanismos de 

otros países, que en sus legislaciones contemplan para el ejercicio de la acción 

contenciosa administrativa en materia de contratación pública? 

 

 

 

Autora: Yolanda Rivera García 
Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Gráfico 9 

 

Autora: Yolanda Rivera García 

Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Análisis.- Se evidencia que 6 encuestados que representan al 2% de la población que fueron 

encuestados, manifiesta que están totalmente desacuerdo; mientras que 24 encuestados que 

representan al 6% manifestaron estar en desacuerdo; 78 encuestados que representan al 21%, 

expresaron que están de acuerdo y 267 encuestados que representan al 71% se encuentran totalmente 

de acuerdo. 

71%

21%

6% 2%

TOTALMENTE DE ACUERDO

DE ACUERDO

DESACUERDO

TOTALMENTE DESACUERDO

Tabla N° 11 Muestreo FREC 

Totalmente de acuerdo 267 71% 
De acuerdo 78 21% 
Desacuerdo 24 6% 
Totalmente desacuerdo 6 2% 
Total 375 100% 
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Pregunta No. 10 

¿Está usted de acuerdo que se reforme el Código Orgánico General de Procesos para 

establecer un plazo mayor al vigente actualmente para que el actor ejerza su acción 

contenciosa administrativa en materia de contratación pública? 

 

 

 

Autora: Yolanda Rivera García 
Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Gráfico 10 

 

Autora: Yolanda Rivera García 

Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Análisis.- Se evidencia que 16 encuestados que representan al 5% de la población que fueron 

encuestados, manifiesta que están totalmente desacuerdo; mientras que 27 encuestados que 

representan al 7% manifestaron estar en desacuerdo; 76 encuestados que representan al 20%, 

expresaron que están de acuerdo y 256 encuestados que representan al 68% se encuentran totalmente 

de acuerdo. 

68%

20%

7%
5%

TOTALMENTE DE ACUERDO

DE ACUERDO

DESACUERDO

TOTALMENTE DESACUERDO

Tabla N° 12 Muestreo FREC 

Totalmente de acuerdo 256 68% 
De acuerdo 76 20% 
Desacuerdo 27 7% 
Totalmente desacuerdo 16 5% 
Total 375 100% 
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PREGUNTA ADICIONAL 

Tiempo sugerido para aplicar el ejercicio de la acción contenciosa administrativa en 

materia de contratación pública, por parte del actor. 

Tabla N° 13 

TIEMPO 
3 

AÑOS 

5 

AÑOS 

6 

AÑOS 

7 

AÑOS 

8 

AÑOS 

9 

AÑOS 

10 

AÑOS 

+ 11 

AÑOS 
TOTAL 

ENCUESTADOS 1 1 32 240 37 34 29 1 375 

FRECUENCIA 0% 0% 9% 64% 10% 9% 8% 0% 100% 

Autora: Yolanda Rivera García 
Fuente: Foro de Abogados del Guayas 

 

Gráfico 11 

 

Autora: Yolanda Rivera García 

Fuente: Foro de Abogados del Guayas 
 

Análisis: Se precisa que 240 de los abogados encuestados que representa al 64% de la 

población, sugieren que el actor cuente con un período de siete años para entablar una 

demanda en materia de contratación pública. 

 

0%0% 9%

64%

10%

9%

8% 0%

TIEMPO
3 AÑOS

5 AÑOS

6 AÑOS

7 AÑOS

8 AÑOS

9 AÑOS

10 AÑOS

(+) 11 AÑOS
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PRESENTACIÓN DE RESULTADOS ENTREVISTA 

UNIVERSIDAD LAICA “VICENTE ROCAFUERTE” DE GUAYAQUIL 
FACULTAD DE CIENCIAS SOCIALES Y DERECHO CARRERA DERECHO 

INSTRUCCIONES PARA RESPONDER A LA ENTREVISTA  

A continuación usted encontrara varias preguntas, concordantes con el día a día de trabajo de las 
instituciones públicas en la celebración de procedimientos dinámicos de contratación pública sean de 
menor o mayor cuantía con proveedores del Estado, por favor leer las preguntas a contestar consultar 
conforme usted considere acorde a su percepción. 

 
OBJETIVO: Demostrar las inconsistencias que tiene el Código Orgánico General de Procesos 

relacionadas a la materia de contratación.  

A. Abg. Félix Humberto Peralta Armijos, Esp. (Asistente Jurídico de la Dirección 

Técnica de Área de Asesoría Jurídica del Instituto Nacional de Pesca). 

B. Abg. Ximena Cristina Quinde Pareja, (Asistente Jurídico de la Dirección Técnica de 

Área de Asesoría Jurídica del Instituto Nacional de Pesca). 

C. Abg. David Ángel Bailón Chávez, (Asistente Jurídico de la Dirección Técnica de 

Área de Asesoría Jurídica del Instituto Nacional de Pesca). 

PREGUNTAS 

1.- ¿Considera que el Código Orgánico General de Procesos relativo a las acciones de 

materia de contratación pública transgrede los derechos del actor en establecer el 

tiempo de cinco años para interponer una acción? 

A.- En el cargo que desempeño como Asistente Jurídico del Instituto Nacional de Pesca,  

me he percatado de procesos de contratación pública que no se han podido iniciar las acciones 

legales, en virtud de haber transcurrido el tiempo.   

B.- En calidad de servidora de la Administración Pública, puedo acotar que el tiempo 

establecido en el régimen legal, como es, el Código Orgánico General de Procesos, no se 

encuentra acorde a la necesidad institucional, por cuanto, en la institución donde laboro 

tenemos un caso particular, que no se ha podido iniciar las acciones legales por haber 
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transcurrido el plazo determinado en la norma, por lo que considero que debería reformarse 

más bien la excepción a las instituciones públicas en razón de que estas cuentan con un 

procedimiento como son las auditorías internas y muchas veces emiten su resultado una vez 

contando con la aprobación de un informe emitido a la Contraloría General del Estado. 

C.- Tenemos un caso por incumplimiento de contratos relacionados a la contratación 

pública, en el que la auditoria interna del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y 

Pesca ha observado y recomendado en iniciar las acciones judiciales, sin embargo, la 

normativa vigente, esto es, COGEP, no se ha podido realizar en virtud, de haberse 

transcurrido el tiempo.  

 

2.- ¿Considera Ud. pertinente que deba haber una reforma jurídica en el COGEP 

para que el actor pueda solicitar al juzgador de la jurisdicción contenciosa-

administrativa contar con un tiempo prudencial para presentar la respectiva acción 

legal? 

A.- Estoy de acuerdo en que se debería reformar el COGEP en cuanto a la materia de 

contratación pública en razón que el tiempo que establece es insuficiente para iniciar la acción 

legal. 

B.- Considero que es necesario que exista una reforma legal a la normativa,  por cuanto, en 

la función que desempeño en la Administración Pública, he observado que el tiempo 

determinado en la norma no es suficiente.  
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C.- Sí considero pertinente en realizar una reforma jurídica a la normativa vigente en el 

que se exceptúe de este plazo a las personas jurídicas más a las instituciones públicas, ya que 

debería tomar en cuenta los procedimientos internos.  

 

3.- ¿Considera Ud., pertinente que se deba exceptuar a las instituciones que 

conforman la Administración Pública, el plazo establecido en el COGEP, teniendo en 

cuenta, que estas tienen su procedimiento interno que no están acorde al Código 

Orgánico General de Procesos? 

A.- Considero que es necesario establecer una excepción a las instituciones del Estado por 

cuanto debería tenerse en cuenta sus procedimientos internos.   

B.- En la realidad diaria, evidencio que es necesario determinar en la normativa vigente la 

excepción a las entidades que integran a la Administración Pública. 

C.- Las entidades del Estado deberían exceptuarse este procedimiento ya que tienen sus 

propios mecanismos de fiscalización como son las auditorías internas. 

 

4.- ¿Considera que la función judicial brinda asesoría al actor para presentar una 

acción legal en materia de contratación pública? 

A.- En lo que respecta  a la función judicial no brinda asesoramiento de ese tipo.  

B.- La función judicial entre sus competencias y atribuciones señaladas en la norma, como 

es, el Código Orgánico de la Función Judicial y la C.R.E., no proporciona un asesoramiento, 
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tengo por entendido que los actores de un proceso de contratación pública, pueden acudir al 

Centro de Mediación y Arbitraje de la Procuraduría o así también a la Defensoría Pública. 

C.- En base a los instrumentos legales que, revisado de la Función Judicial, no está dentro 

de sus competencias brindar asesorías. 

 

5.- ¿Considera prudencial establecer el tiempo de siete años para iniciar una acción 

en materia de contratación pública?  

A.- Considero pertinente determinar un tiempo prudencial de diez años más de siete, en 

razón de que se debe tener en cuenta los procedimientos internos de la Administración 

Pública, que se debería realizarse una debida planificación. 

B.- Podría relacionar el tiempo prudencial como el plazo razonable establecido en los 

preceptos constitucionales, además del cargo ocupacional que desempeño en la 

Administración Pública, en virtud de aquello, puedo expresar un criterio en el que se deba 

realizar un debido estudio de las necesidades institucionales teniendo en cuenta los 

procedimientos internos, los cuales, no son los mismos que una persona natural, ya que se 

trata de personas jurídicas, las mismas que manejan recursos públicos. 

C.- Debería reformarse y establecerse una excepción a las entidades del estado.  
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ANALISIS DE LAS ENTREVISTAS 

A.- En base a la entrevista realizada se puede percatar que el tiempo establecido en el 

Código Orgánico General de Procesos, es insuficiente a las necesidades de las entidades del 

Estado Ecuatoriano, las cuales, deberían tomarse en consideración como primordiales, en 

razón de que son recursos económicos, que deben recuperarse y al establecerse un término 

legal, se les limita acceder a la administración de justicia. En esta entrevista se observa que se 

ha cumplido con los objetivos y la hipótesis establecida en la investigación por cuanto, se ha 

evidenciado la necesidad de reformar el cuerpo normativo civil por no guardar armonía con el 

marco constitucional. El procedimiento interno que se refiere el profesional del derecho, es de 

las auditorías internas que realizaban el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y 

Pesca, por cuanto, en el 2016 fue aprobado el informe.   

B.- La entrevista realizada a la Abogada, se evidencia la necesidad de una reforma jurídica 

al Código Orgánico General de Procesos, por cuanto, el tiempo establecido es insuficiente.   

C.- El Profesional del Derecho manifiesta que inició una acción judicial a partir de la 

aprobación del informe de la auditoría interna del Ministerio de Agricultura, Ganadería, 

Acuacultura y Pesca,  sin embargo, el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo 

Nro. 2 Guayaquil, el juzgador alegó la caducidad del derecho, por cuanto la acción legal 

iniciada la habían presentado de forma extemporánea, esto es, 6 años y el Código Orgánico 

General de Procesos instituye que para las controversias en materia de contratación pública el 

plazo para presentar una demanda es de cinco años. En base a esta entrevista se observa que 

es necesaria la reforma jurídica en contar con un plazo razonable o exceptuar a las 

instituciones públicas de aquel.  



76 
 

CONCLUSIONES: 

1. En el marco legal de nuestra investigación se evidencia que en los países de Chile y 

Perú cuentan con un Tribunal especializado en la materia de Contratación Pública, 

en que se ha demostrado el cumplimiento de los objetivos específicos, en virtud de 

esto, se determina que en Ecuador es necesario la implementación de un Tribunal 

especializado en el área de compras públicas a fin que se ventile este tipo de 

controversias en un organismo establecido, así mismo reúne los objetivos de esta 

investigación con los instrumentos implementados como la encuesta, pregunta  

numero 4 ¿Está usted de acuerdo que nuestra legislación contemple la creación de 

un Tribunal especializado en materia de Contratación Pública?, determinando  que 

el 85% de los encuestados están totalmente de acuerdo y el 1% de los encuestados 

están de acuerdo, lo que da una tendencia del 86% de aprobación.  

2. De conformidad con la pregunta Nro. 2 “¿Está usted de acuerdo que se deba 

reformar el numeral tercero del artículo 306 del Código Orgánico General de 

Procesos, en el que establece cinco años para el ejercicio de la acción contenciosa 

administrativa en materia contractual, por un plazo mayor?’’  Obtuvimos que el 

61% están totalmente de acuerdo y el 35% de la población encuestada, obteniendo 

como resultado de aprobación el 96%, en la necesidad de reformar el cuerpo de ley 

ut supra, por lo que resulta factible el tema investigado en concordancia con la 

pregunta Nro. 2 de las entrevistas realizadas a los profesionales del derecho que 

concuerdan que debería reformarse.  

3. En la pregunta Nro. 3 “¿Está usted de acuerdo que el plazo de cinco años 

determinados en el Código Orgánico General de Procesos, es acorde a la necesidad 

del actor?” De la encuesta, se evidencia que 48% está totalmente en desacuerdo y el 
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20% en desacuerdo, de lo que se desprende la existencia de aprobación del 68%, lo 

cual guarda relación con la primera pregunta de las entrevistas realizadas a los 

Abogados que laboran en el Instituto Nacional de Pesca, que no se encuentran de 

acuerdo con el tiempo determinado en el Código Orgánico General de Procesos.  

4. En la pregunta Nro. 6 “¿Está usted de acuerdo que nuestra Legislación debería 

considerar el contenido de los Instrumentos Internacionales para reforzar la 

dinámica objetiva de la acción contenciosa administrativa en materia de 

contratación pública?” De esta pregunta se evidencia el 66% de encuestados que 

están totalmente de acuerdo y el 3% de acuerdo, dando una aprobación del 69%.  

5. En la pregunta Nro. 7 “¿Está de acuerdo en que se establezca un tiempo específico 

para que las instituciones públicas puedan ejercer la acción contenciosa 

administrativa en materia de contratación pública?” Se refleja en las encuestas 

realizadas a los abogados que el 58% están totalmente de acuerdo y el 24%, dando 

una aprobación del 82% en concordancia con la pregunta N° 3 de las entrevistas 

realizadas a los abogados que resulta favorable.  
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RECOMENDACIONES: 

  

1. Implementar en nuestro país la creación de un Tribunal que ventile la materia 

de contratación pública a fin de agilitar los procesos de esta materia y evitar el retardo 

judicial.  

2. Capacitar a los operadores de justicia en la aplicación de la reforma legal.  

3. Reforzar el Código Orgánico General de Procesos a fin de respetar tiempos y 

que el actor pueda acceder a la justicia en el tiempo razonable conforme a los tratados 

internacionales.  

4. Implementar el tiempo de 7 años para iniciar acciones legales, atendiendo los 

resultados en base a la pregunta adicional que arrojó que los 240 abogados 

encuestados, conviene que sean siete años para que el actor puede ejercer la acción 

contenciosa administrativa en materia de contratación pública. 

5. Proponer un proyecto de reforma legal al numeral tercero del artículo 306 del 

Código Orgánico General de Procesos a fin de iniciar acciones legales en materia de 

contratación pública.  
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 Situación Actual:  

 
Art 306 numeral tercero del CÓDIGO ORGÁNICO GENERAL DE PROCESOS 
 
 
“Art. 306.- Oportunidad para presentar la demanda. Para el ejercicio de las acciones 

contencioso tributarias y contencioso administrativas se observará lo siguiente: 

3. En casos que sean de materia contractual y otras de competencia de los tribunales 

distritales de lo contencioso administrativo, se podrá proponer la demanda dentro del plazo 

de cinco años”. 

Propuesta: 

“3. En casos que sean de materia contractual y otras de competencia de los tribunales 

distritales de lo contencioso administrativo, se podrá proponer la demanda dentro del plazo de 

siete años, y en las instituciones del sector público se computará a partir de la entrega del 

examen final de la auditoría realizada por el Órgano pertinente”. 
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